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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
El trabajo está compuesto de dos partes: en la primera, se realiza una reconstrucción de 
la discusión que se ha sostenido en la bibliografía constitucional contemporánea entre 
los defensores del constitucionalismo democrático, y quienes defienden el 
constitucionalismo popular. Los primeros, estiman la importancia de que el control 
constitucional esté en manos del poder judicial de manera que la última palabra sobre la 
interpretación de la Constitución no quede en manos de las mayorías, dado el riesgo de 
que así se desconozcan los derechos de grupos minoritarios. Los segundos, reclaman 
que la defensa del contenido y la interpretación de la Constitución debe estar de vuelta 
en manos del pueblo a través de la articulación de sistemas de democracia deliberativa, 
de forma que el ciudadano se vincule directamente y de manera incluyente en los 
asuntos que competen a todos, como deben ser las discusiones sobre los derechos. En 
la segunda parte,  se hace un recorrido por la jurisprudencia constitucional colombiana 
que progresivamente ha ido ampliando el contenido y alcance de los derechos de la 
población LGBTI en el país. Así se busca demostrar que ante las dificultades del 
reconocimiento social y los fuertes patrones de discriminación histórica de la población 
LGBTI, el activismo judicial ha sido decisivamente significativo en el reconocimiento de 
sus derechos. En ese sentido, a pesar de las limitaciones y algunas decisiones 
controversiales, la estudiante reivindica el trabajo de la Corte Constitucional Colombiana 
en este tema. 
Palabras claves: Constitución, Constitucionalismo Popular, Constitucionalismo 
Democrático, Corte Constitucional, Homosexualidad, Control Constitucional  
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Abstract 
The work consists of two parts: the first, a reconstruction of the discussion has been held 
constitutional in contemporary literature between advocates of democratic 
constitutionalism, and those who defend popular constitutionalism is performed. The 
former are composed of a group of scholars who consider the importance of the 
constitutional control in the hands of the judiciary so that the last word on the 
interpretation of the Constitution does not rest with the majority, given the risk that and 
the rights of minority groups are unknown. The second, the defense claim that the content 
and interpretation of the Constitution should be back in the hands of the people through 
joint systems deliberative democracy, so that the citizen is linked directly and inclusive 
manner in matters competition at all, as they should be discussions about rights. In the 
second part, a tour of the Colombian constitutional jurisprudence which has gradually 
been expanding the content and scope of the rights of LGBTI people in the country is 
done. 
This seeks to demonstrate that the difficulties of social recognition and strong patterns of 
historical discrimination against LGBTI people, judicial activism has been decisively 
significant in the recognition of their rights. In that sense, despite the limitations and some 
controversial decisions, the student claims the work of the Constitutional Court of 
Colombia on this issue. 
Key words: Constitution, Constitutional Control, Popular Constitutionalism, Democratic 
Constitutionalism, Constitutional Court, Homosexuality  
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 Introducción 
Con el proceso Constituyente Colombiano de 1991 considerado por muchos como 
lo más semejante a la realización de un consenso entre las diferentes fuerzas políticas, 
sociales y culturales con las cuales contaba en su momento nuestro país, y, con el fin de 
lograr la estabilidad política a través del establecimiento de condiciones, parámetros y 
características mínimas del concepto y estructura de Democracia, se introdujo como 
cambio fundamental en la estructura política y jurídica de nuestro Estado la cláusula de 
Estado Social de Derecho y  la creación del Tribunal Constitucional, este último que 
actuaría como garante de la Constitución Política fruto del consenso de las diferentes 
fuerzas. Con ello se le otorgaba a la naciente jurisdicción constitucional entre otras 
competencias, la función principal de salvaguarda de la carta superior en pro de evitar 
que las mayorías socavaran los preceptos que están en ella a favor de sus intereses 
particulares y en contra de las minorías, que no se encuentren representadas. 
 
Como se analiza, se introdujo además del establecimiento del Tribunal 
Constitucional el “término "social", ahora agregado a la clásica fórmula del Estado de 
Derecho, que no debe ser entendido como una simple muletilla retórica que proporciona 
un elegante toque de filantropía a la idea tradicional del derecho y del Estado (Sentencia 
T- 406 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón) Pues tal como indica en el mismo fallo la 
Corte Constitucional , la incidencia de este denominado Estado Social de Derecho está 
dirigida desde dos puntos de vista: cuantitativo y cualitativo; este último importante en el 
presente artículo toda vez que con él se produce un cambio:  
 
Debido al surgimiento de una nueva manera de interpretar el derecho… pues 
entramos a eliminar esa jerarquía o importancia del texto legal “entendido como 
emancipación de la voluntad popular y mayor preocupación por la justicia material y 
por el logro de soluciones que consulten la especificidad de los hechos. (Sentencia 
T- 406 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón.)  
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Planteado así el modelo de Estado Social de Derecho en conjunto con la Corte 
Constitucional como garante del mismo y con la finalidad de “prever todos los conflictos 
sociales posibles para luego asignar a cada uno de ellos las solución normativa 
correspondiente” en el sistema jurídico  se acentúa el problema planteado por Aristóteles, 
el “de la necesidad de adaptar, corregir, acondicionar la aplicación de la norma por medio 
de la intervención del juez”. (Sentencia T-406-92); toda vez que en el Estado Liberal 
anterior, era la norma legal el principal referente de la validez y depositaria de la justicia y 
legitimidad del sistema, mientras que en este nuevo Estado intervencionista se reduce - 
como lo explica la corte en este mismo fallo-  esta importancia formal (validez) y la 
importancia material (justicia) de la ley. En ello radica una de las características más 
relevantes del Estado social de derecho que consiste en: 
 
La importancia  que adquiere el juez en sus relaciones con el legislador y con 
la administración. Buena parte de ella se deriva del nuevo papel que juegan los  
principios constitucionales en las decisiones judiciales y su relación con los valores y 
normas de la Carta. (Sentencia T-406-92) 
 
El cambio de paradigma en la interpretación del derecho a través del Tribunal 
Constitucional Colombiano, obedece como lo explica Diego López Medina en la Teoría 
Impura del Derecho (2005), a que no solo hubo un cambio de carácter orgánico sino 
dogmático que trajo consigo la Constitución de 1991 y la creación de la Corte 
Constitucional  a través de la cual esta última: 
 
 “Con el respaldo de alguna TTD contemporánea – Teoría Trasnacional del 
Derecho, gran parte de los contenidos iusteoricos neoclásicos debían ser revaluados 
de manera dramática-. Para la Corte, en contra del credo clásico, el derecho estaba 
lleno de principios y estos principios podían, y a menudo debían, derrotar o limitar las 
reglas legisladas; para la misma corte la tarea de proveer decisiones morales o 
políticas justificables en el proceso jurídico era más importante que la simple toma de 
decisiones regularizada y completamente predecible. (P. 412)  
 
Ese desarrollo del Estado social de Derecho en Colombia a partir de la 
Constituyente de 1991, trae consigo la posibilidad de una nueva aplicación e 
interpretación del derecho a través del Tribunal Constitucional, permitiendo que esa 
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concepción del Derecho que se tenía en el Estado Liberal anterior en el cual y como 
explica Ferrajoli (Pág. 18, 2005) el principio de legalidad es el criterio exclusivo de 
identificación del derecho valido, se adapte a los fenómenos sociales que se producen al 
interior del Estado a través y como el caso en particular de los diferentes 
pronunciamientos de la Corte tanto en sentencias de tutela como de constitucionalidad.  
 
Situación que conlleva a un giro e inicio hacía la nueva “Retorica constitucional y 
iusteórica anglosajona tal como se la encuentra, por ejemplo en temas como activismo 
versus pasivismo judicial, formalismo versus escepticismo frente a las reglas…”. ( pág. 
412-413 ), y que cambió igualmente el paradigma Colombiano que venía funcionando y 
aplicándose antes de 1991, pero que cómo se verá en la primera parte de la 
investigación y como explica López Medina, para nuestra nueva Corte Constitucional  y 
Carta Política el nacimiento del activismo y progresismo jurídico de los Tribunales 
Constitucionales correspondiente a  la década de los 60 durante la denominada corte de 
Warren en los Estados Unidos marco propiamente las primeras decisiones de corte 
progresista y activista, sin desconocer el antecedente de la Sentencia del Juez Marshall 
en el caso Marbury vs Madison.  
 
Situación que será analizada en el primer capítulo del presente artículo donde se 
hará un recorrido por el origen y evolución del progresismo y activismo constitucional que 
encuentra sus orígenes propiamente en el sistema anglosajón y que se ha denominado 
como el Constitucionalismo Democrático; así como la posición del denominado 
Constitucionalismo Popular, para quienes se muestran en contra de este nuevo 
paradigma en la interpretación del derecho por los tribunales y por lo tanto se encuentran 
en la posición clásica de interpretación en el Estado de Derecho y respecto a las 
funciones de los Tribunales Constitucionales, toda vez que consideran de manera 
general que la interpretación de la Corte a través del Control de Constitucionalidad como 
una de sus principales funciones sustituiría el poder y decisión de las mayorías, es decir 
el de la democracia representativa y por lo tanto el poder de las mayorías se vería 
afectado en la medida en que la decisión del tribunal cambiaría la voluntad del pueblo 
soberano, aun mas cuando dicho cuerpo colegiado – El Tribunal - no ha sido elegido 
popularmente, como si lo es el Congreso de la República en principio legitimado para la 
toma este tipo de decisiones que puedan afectar a la sociedad.  
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Sin embargo y teniendo en cuenta la oposición al progresismo de la corte, es 
decir el denominado Constitucionalismo Popular y el propio activismo del Tribunal en el 
alcance y la protección del catálogo de derechos bien intencionados y las acciones 
judiciales para su protección como la acción de tutela que fueron consignados en la carta 
política de 1991 y la nueva forma de aplicar el derecho, evidencia un distanciamiento de 
la realidad. Si bien la constituyente abrigo la posibilidad de una nueva aplicación e 
interpretación del derecho, a través de la incorporación del Tribunal como guardián de la 
integridad y supremacía constitucional en nuestro sistema político, la situación particular 
en la justiciabilidad y exigibilidad de los ciudadanos de los derechos fundamentales, 
como los sociales, económicos y culturales en Colombia, y aún más en grupos 
poblacionales minoritarios históricamente excluidos es contrario al concepto de Estado 
de Bienestar y lejos de la finalidad que pretendía, es decir: 
Una concepción cada vez más fuerte de los derechos que lo aleja notoriamente 
de un Estado de providencia meramente paternalista o caritativo, exige que los jueces 
ocupen un lugar central en su protección. El nuevo derecho, pues, está relacionado 
con el aumento de poder normativo directo de los derechos fundamentales y humanos 
en los que las cláusulas constitucionales son interpretados de manera cada vez más 
expansiva y generosa. (López Medina, 2005, P. 432) 
 
Estado de Bienestar que en el contexto de la globalización y el capitalismo 
“neutralizo o debilitó fuertemente los derechos económicos y sociales y el estado de 
bienestar, que eran los mecanismos para la redistribución social” (De Sousa Santos, 
Rodríguez Garavito, 2007). Por ello los cambios sociales, políticos, culturales y 
económicos que han surgido desde el auge o cristalización de los rasgos fundamentales 
del Estado de Bienestar en los años 60 y 70 a la actualidad, y que en ocasiones llevan a 
afirmar la existencia de la crisis del mismo, es la que nos lleva a considerar el desafío 
que propone el modelo del Estado Social de Derecho en Colombia a partir de 1991, para 
reivindicar los principios de igualdad y equidad  en el contexto de los derechos Civiles y 
Políticos, Sociales, Económicos y Culturales a partir de una verdadera y real democracia 
participativa, representativa de los diferentes sectores de la sociedad y la activa y 
marcada participación del Tribunal Constitucional en la consecución de tal fin, apoyado 
de la nueva forma de interpretación del derecho y una gran herramienta jurídica como lo 
es la propia Constitución Política.  
 
Introducción 5 
 
Dicha interpretación de los derechos y bajo la nueva concepción de aplicación del 
derecho se han venido concediendo al grupo poblacional minoritario LGBTI por la Corte 
Constitucional  desde sus primeros años ciertas garantías y derechos de los cuales 
venían siendo excluidos y bajo la concepción que no estaban explícitamente establecidos 
en la Constitución Política; tales decisiones evidencian que en la mayoría de fallos de 
tutela a través de los cuales conceden derechos de carácter individual – Catálogo de 
Derechos Fundamentales- no generan reacciones negativas en contra de dichas 
decisiones por parte de sectores sociales, culturales, académicos o jurídicos; contrario a 
lo ocurrido con los derechos y garantías otorgados a las parejas del mismo sexo a los 
cuales concede derechos – Económicos, Sociales y Culturales- con el cual se mantiene 
vivo el debate acerca de la extralimitación de funciones y competencias de la Corte 
Constitucional  y su poder contramoyoritario especialmente frente al poder legislativo y el 
poder ejecutivo. 
 
 Así mismo ha perdurado el debate en torno al denominado progresismo y 
activismo constitucional o Neo Constitucionalismo en torno a decisiones de carácter 
trascendental como lo es la homosexualidad para una sociedad, y que comprometen no 
solo aspectos políticos y jurídicos sino morales y religiosos.  
 
Ahora, si bien nuestra Constitución Política de 1991 no realiza una elución 
expresa a la condición de homosexualidad, la identidad de género y diversidad sexual no 
significa que los derechos de tal grupo poblacional no se encuentren dentro de nuestro 
marco constitucional toda vez que la diversidad sexual está claramente protegida por la 
Constitución, precisamente porque la Carta, sin duda alguna, aspira a ser un marco 
jurídico en el cual puedan "coexistir las más diversas formas de vida humana. En efecto, 
debe entenderse que la sexualidad, es un ámbito fundamental de la vida humana que 
compromete no sólo la esfera más íntima y personal de los individuos (CP art. 15) sino 
que pertenece al campo de su libertad fundamental y de su libre desarrollo de la 
personalidad (Art. 16), motivo por el cual el Estado y los particulares no pueden intervenir 
en dicha esfera, a menos de que esté de por medio un interés público 
pertinente”.(Sentencia C-336 de 2008, M.P Dra. Clara Inés Vargas Hernández) 
 
Por lo tanto y teniendo en cuenta lo anterior, se busca a partir del análisis de 
jurisprudencia conocer de las acciones de constitucionalidad y fallos de tutela de la Corte 
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Constitucional  Colombiana, las decisiones que han favorecido al grupo poblacional 
minoritario LBGTI al otorgarle derechos y garantías, protección y juridización de sus 
derechos  - de los cuales históricamente han sido excluidos – por vía jurisprudencial, 
tanto de carácter individual como en pareja y a través del cual se ha generado el debate 
propiamente y un sinnúmero de críticas por el actuar contramoyoritario del Tribunal 
Constitucional y extralimitación en el ejercicio de sus competencias; toda vez que dicha 
función le correspondería al congreso de la república como representante de la voluntad 
popular – mayorías- y al ejecutivo como máximo rector de las políticas públicas de la 
nación.  
 
Por ello en el segundo capítulo del artículo, se analizará en qué contexto se 
desarrolla el activismo de la Corte Constitucional  Colombiana, teniendo como punto de 
partida el tipo de Constitución dentro del cual se encuentra catalogada nuestra Carta 
Política, es decir de corte aspiracionista coadyuvado por un legislador y ejecutivo 
indiferente frente a la realidad del país, y específicamente indiferente ante la realidad de 
la comunidad Homosexual no solo en nuestro País sino en el mundo entero. Sin 
embargo, se debe tener en cuenta en el caso específico colombiano las diferentes 
fuerzas políticas y religiosas que no permiten que el debate se lleve a cabo y por lo tanto 
se ha tornado más difícil el acceso y reconocimiento de sus derechos.  
 
Siendo así, el presente artículo busca identificar y probar a partir del análisis 
teórico - descriptivo del Constitucionalismo Democrático y su oponente el 
Constitucionalismo Popular, además del análisis jurisprudencial del caso en concreto del 
GRUPO LGBTI, porqué se legitima de manera positiva el actuar contramayoritario de la 
Corte Constitucional  Colombiana en torno a las decisiones de las minorías sexuales, los 
cuales se le han otorgado la garantía, protección y juridización de sus derechos 
fundamentales, económicos y sociales, civiles y patrimoniales gracias al progresismo y 
activismo del Tribunal Constitucional a través de sus diferentes pronunciamientos a la par 
de un Legislativo y Ejecutivo inoperantes al respecto. 
 
 
 
 1. Constitucionalismo  Democrático versus el 
Constitucionalismo Popular – Sobre el 
Poder Contramayoritario del Poder Judicial- 
La tensión que representa el constitucionalismo progresista o activista dentro del 
Derecho Constitucional Contemporáneo ha sido debatida ampliamente a partir de dos 
corrientes o movimientos que se contraponen entre sí como consecuencia del 
denominado poder contramayoritario del poder judicial. Así, el primero de ellos 
denominado el Constitucionalismo Democrático, defiende el progresismo y actuar de los 
Tribunales Constitucionales a través de su activismo judicial, acompañado no solo del 
razonamiento judicial que realice el cuerpo colegiado en ejercicio de sus funciones, sino 
de grupos e instituciones civiles y políticas que coadyuven a la toma de decisiones y que 
están presentes al interior de un sistema jurídico constitucionalizado (Post, Siegel, 2013). 
Por el contrario el segundo movimiento en contraposición es el llamado 
Constitucionalismo Popular, caracterizado por hacer resistencia a las decisiones 
progresistas y la denominada “supremacía judicial” y quienes proponen dentro de sus 
diferentes autores la eliminación del denominado Control Constitucional o en el mejor de 
los casos reducir el nivel si se quiere de dicho control, que va según esta corriente en 
contra de la decisión del poder electoral y de mayorías que se han expresado a través 
del poder legislativo y la Democracia Representativa. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, este capítulo está dividido en dos secciones que 
comportan un análisis modesto, a partir de la descripción e intento por reconstruir el 
debate en torno a los dos movimientos a favor y en contra del nuevo constitucionalismo. 
En las dos secciones se hará una aproximación teórica: en la primera de ellas se 
analizará y se identificara el movimiento o corriente correspondiente al 
Constitucionalismo Democrático, sus autores más representativos, así como las críticas 
al Constitucionalismo Popular. En la segunda sección de igual forma se identificara el 
movimiento o corriente correspondiente al Constitucionalismo Popular, sus autores más 
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representativos, así como las críticas al Constitucionalismo Democrático. Una vez 
contextualizadas las dos corrientes, serán la base para analizar en el siguiente capítulo, 
porqué se considera que la posición del Constitucionalismo Democrático es la más 
acertada en el contexto del Constitucionalismo actual, y específicamente a través de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional  Colombiana; y por lo tanto sustentar por qué se 
legitima el poder contramayoritario del Tribunal Constitucional, en el caso práctico de las 
minorías sexuales relacionadas con la población LBGTI, a partir de los diferentes 
pronunciamientos de fallos de tutela y acción de constitucionalidad de la Corte 
Constitucional a través de las cuales les ha concedido garantías y protección de 
Derechos Fundamentales, así como de los que se encuentran dentro de los 
denominados Económicos, Sociales y Culturales por vía jurisprudencial.  
1.1 Constitucionalismo Democrático 
Para iniciar, es preciso aclarar respecto al origen propiamente del Control de 
Constitucionalidad de las leyes, inscrito formal e históricamente con la expedición de la 
sentencia Marbury VS Madison del juez Marshall de 1908 en la Corte Suprema de los 
Estados Unidos y en cuya decisión se “concluyó que los jueces tenían la facultad de 
declarar la nulidad de las leyes contrarias a la Constitución de Filadelfia de 1787, 
precisamente como consecuencia del carácter supremo y normativo de esta última”. 
(Uprimny, Rodríguez, 2005, P. 25) que la misma no será objeto de revisión en la presente 
investigación, en tanto y sin desconocer la importancia y su influencia en el derecho 
constitucional y en el camino abordado para el nuevo Progresismo Constitucional;  toda 
vez que la finalidad es comprender estrictamente el periodo fundacional - si se permite la 
expresión- del activismo judicial y progresista de la Corte Suprema, que tuvo origen 
durante las décadas de los años 60 y 70 en los Estados Unidos. 
 
En este aparte únicamente se hará mención a uno de los pronunciamientos del 
juez Marshall respecto a la legitimidad de los tribunales en decidir sobre la 
constitucionalidad de las leyes, como inicio del debate en torno a las funciones y límites 
de los Tribunales Constitucionales en el control de constitucionalidad. 
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En  resumen que realiza Pedro José Gonzalez-Trevijano Sánchez expone sobre 
la decisión lo siguiente: 
 
La constitución escrita ha sido considerada siempre como Ley Fundamental y 
Superior de la Nación y consecuentemente la teoría de tales Gobiernos hade ser que 
en un acto de la legislatura que repugne la constitución es nulo” y “la necesidad de 
optar por una de las normas (Constitución/Ley en conflicto”: si una ley está en 
oposición a la Constitución, si ambas la ley y la constitución, son aplicables al caso en 
particular, el tribunal tiene que determinar cuál de estas reglas en conflicto es la que 
rige el caso. La lógica preeminencia de la constitución. Si los tribunales han de 
observar la constitución, y la constitución es superior  a cualquier acto ordinario de la 
legislatura, la constitución y no tal acto ordinario ha de regir en el caso en el que 
ambas se aplican, ya que otra cosa sería subvertir el verdadero fundamento de todas 
las constituciones escritas.  (Monroy Cabra, 2004, P. 16) 
 
Así y previo al antecedente del Juez Marshall y su disposición respecto al Tribunal 
Constitucional y su facultad de análisis de constitucionalidad de las Leyes, el 
Constitucionalismo Democrático, encuentra sus orígenes a mediados del siglo XX en 
Norteamérica, en la época denominada en el Constitucionalismo Norteamericano como la 
Corte de Warren, quien a través de las decisiones expedidas en su momento impulsaron 
y dieron los primeros tintes del alto grado de Activismo Judicial y Progresismo 
Constitucional por parte de la Corte Suprema de los Estados Unidos. Para la época, los 
fallos proferidos fueron absolutamente liberales y en contra de las posiciones 
mayoritarias de una ciudadanía y unas instituciones absolutamente conservadoras, 
quienes frente a decisiones en torno a la segregación racial, el aborto, minorías, 
afirmaron que “la Corte Suprema había aplicado preferencias liberales en lugar de la 
Constitución y que era necesario designar jueces que revocasen las decisiones de la 
Corte Warren, para poner el derecho constitucional a resguardo de la contaminación 
política.” (Post-Siegel, 2013 P. 37) justificando así según los conservadores la 
prevalencia y la fidelidad al Estado de Derecho.  
 
La Corte Warren, caracteriza para el Constitucionalismo Democrático el inicio del 
cambio social que se lleva a cabo a partir de la interpretación de la Carta Constitucional y 
no a través de las funciones propias que debiera realizar el organismo Legislativo y 
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Ejecutivo, situación que por su puesto encontró serías oposiciones conservadoras a las 
tendencias liberales de los  jueces protagonistas de dichos pronunciamientos, aún más 
cuando los progresistas respecto a la actividad judicial, según señala Post-Siegel (2013) 
conceptualizaban a la Constitución como un Derecho Viviente o como Carta Viviente que 
era capaz de crecer. ¿Y cómo lo hacía? A partir de la creencia que la Constitución 
respondía y era receptiva de las necesidades sociales, por lo cual durante esta época se 
pronunciaron en cuestiones políticas tales como “segregación racial en las escuelas, 
asegurar la equidad fundamental en la justicia penal, garantizar la separación entre la 
iglesia y el Estado y reconocer la igualdad de género en el trabajo y la familia” (Post-
Siegel,2013 P. 31), provocando dichas declaraciones, la creación de movimientos 
políticos y grupos conservadores en contra de las sentencias y decisiones de la época.  
 
Para los conservadores, críticos del Control Constitucional y de la naturaleza 
progresista y activista que venían ejecutando la Corte Suprema y Tribunales 
Constitucionales, explica Chemerinskey (2011) dichos tribunales invalidaban las 
decisiones del órgano legislativo designado mediante elección popular a través de las 
decisiones que según ellos, llegaban incluso a contemplar derechos que no estaban 
previstos en la constitución. Así mismo consideran en la misma línea y en contra del 
activismo judicial que deberían cumplir la ley y no hacerlo a través de sus decisiones 
jurisprudenciales. Tanto así que durante la época del presidente Ronald Reagan 
prometió “detener el deslizamiento hacia “el igualitarismo radical y el liberalismo civil 
expansivo de la Corte Warren” (Post-Siegel, P. 35, 2013). Y ya durante su gobierno 
lograr con éxito designaciones dentro del poder judicial para modificar las prácticas 
acerca de la interpretación constitucional, y acercar a sus partidarios y afines en contra 
del nuevo progresismo constitucional. Dichos argumentos reforzaran más adelante la 
teoría del Constitucionalismo Popular como antítesis del Constitucionalismo Democrático.  
 
El teórico John Hart Ely (1997) en la teoría del Control Constitucional respecto a la 
Corte Warren, manifestó que además de dar un tratamiento igualitario a las personas que 
la sociedad habitualmente no los consideraba de manera igual y determinar así mismo si 
un bien o valor debía ser suministrado o protegido, consideró más importante aún 
respecto a los pronunciamientos que:  
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El mensaje de la Corte era que, en cuanto a los funcionarios políticos 
habían decidió suministrar o proteger tal valor para algunas personas (por lo 
general personas como ellos), debían asegurarse de que todos recibirían lo iguales 
beneficios, de lo contrario, deberían estar dispuestos a explicar de manera 
convincente por qué no.  Si estas dos preocupaciones de la Corte Warren – por la 
transparencia de los canales del cambio político, por  una parte, y por corregir tipos 
de discriminación contra las minorías, por la otra – se ajustan entre sí de manera 
que constituyen una teoría coherente del gobierno representativo, o bien, como se 
sugiere algunas veces, son en realidad tendencias mutuamente contradictorias. 
(Hart Ely, 1997, P. 98-99) 
 
Por tanto para Hart Ely lo que caracterizó a la Corte de Warren fue “la búsqueda 
de estas metas “participativas” de ampliación del acceso a los procesos y beneficios del 
gobierno representativo, por oposición a la instancia más tradicional y popular entre los 
académicos en el suministro de bienes y servicios” (Hart Ely, 1997, P. 99) Características 
respecto a la participación y modelo de representación que serán los cimientos de los 
teóricos y seguidores del Constitucionalismo Democrático, que a continuación se 
presenta. 
La propuesta del Constitucionalismo Democrático 
Básicamente los exponentes del Constitucionalismo Democrático, saben y no 
desconocen que las decisiones de los Tribunales Constitucionales van más allá de 
declarar la inconstitucionalidad de una ley, situación que genera reacciones negativas en 
diferentes sectores a raíz de la interpretación o progresismo que se hace evidente a 
través de sus pronunciamientos jurisprudenciales, lo que precisamente nutre el debate a 
favor o en contra del progresismo constitucional. 
La propuesta del Constitucionalismo Democrático gira en torno a la defensa del 
activismo judicial y progresismo que se evidencia a través de los diferentes 
pronunciamiento de los Tribunales Constitucionales, buscando la participación activa de 
actores civiles y políticos, así como de funcionarios y correcta coordinación de las ramas 
del poder público; sin embargo al interior de la propuesta democrática existes corrientes 
que se alejan en mayor o menor medida de la propuesta general y exponen otras 
características o elementos a dicha propuesta, pero sin desconocer la función del juez 
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constitucional como intérprete de la Carta Política e inclusive como agente de cambio 
social.  
 
Dos de los mayores exponentes contemporáneos del movimiento a favor del 
Constitucionalismo Democrático, han sido los académicos norteamericanos Robert Post 
y Reva Siegel (2013), cuya teoría inicia reafirmando:   
 
El rol del gobierno representativo y de una ciudadanía movilizada cuando se 
trata de exigir el cumplimiento de la Constitución, y al mismo tiempo reafirma el rol 
de los tribunales al usar la razón jurídica profesional para interpretar la 
Constitución. A diferencia del constitucionalismo popular, el Constitucionalismo 
Democrático no pretende quitarle la constitución a los tribunales. (P. 51) 
 
Así mismo propende y es consciente de no entregar un poder concentrado a los 
Tribunales Constitucionales como lo exponen, sino por el contrario consideran que la 
decisión judicial “está incrustada en un ordenamiento constitucional que invita con 
regularidad a un intercambio entre funcionarios y ciudadanos sobre cuestiones relativas 
al significado constitucional” Post-Siegel 2013, P. 51) 
 
Sin embargo los exponentes de este Constitucionalismo Democrático, son 
conscientes que los fallos de los Tribunales Constitucionales de una u otra manera no 
calan con toda la sociedad dentro de la cual se ha decidió, por ello reconocen lo que han 
denominado como las reacciones negativas o violentas que en el contexto de los 
Tribunales se constituyen como amenaza de la autoridad jurídica y de control. Las 
reacciones adversas a las decisiones consideran los teóricos, se pueden minimizar a 
través de la facilitación de la comunicación constante y continua entre los tribunales y la 
ciudadanía. ¿Pero cómo llevarlo a cabo? Desarrollando los ideales constitucionales que 
a través de las decisiones jurisprudenciales expresan la identidad de la nación entera, 
colmados de seriedad y trascendencia,  así mismo a través del proceso de designación 
de los Jueces o Magistrados de la Corte Suprema o Tribunales Constitucionales que 
puedan representar los compromisos populares y finalmente y muy importante, tener en 
cuenta que  la misma reacción violenta o negativa de la sociedad en contra de la 
decisión, constituye una práctica de impugnación que puede influir en el cambio o 
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contenido de la decisión judicial, como sucede con los movimientos sociales fuertes y sus 
pronunciamientos frente a determinados temas o cambios sociales que suscite una 
decisión. (Post-Siegel, 2013, P.  52 a la 56) 
 
Así mismo,  en la misma línea del Constitucionalismo Democrático pero en 
contravía de las reacciones violentas como método de contrapeso a las decisiones 
constitucionales, propone a través de tres de sus teóricos Michael Klarman, William 
Eskridge y Cass Sunstein otros elementos o características frente al actuar de los 
Tribunales Constitucionales y las reacciones violentas que suscitan sus fallos.  
 
Para Klarman y Eskridge en las decisiones de los tribunales, les preocupa las 
reacciones violentas y adversas frente a los fallos, y por lo tanto el primero de ellos 
sugiere que las reacciones evidencian que el tribunal no la logrado ejercer sus funciones 
jurisdiccionales y por lo tanto debe “ hacer cumplir los derechos constitucionales con 
cautela, ya que sus esfuerzos interferirían con la realización de los valores 
constitucionales, lo que podría lograrse mediante la legislación sin originar conflictos” . 
(Post-Siegel, 2013, P.  69). Así mismo y en la misma línea Skridge camina sobre la teoría 
“fortalecedora del pluralismo” que  hace referencia “cuándo los tribunales deben o no 
generar reacciones violentas. Su teoría gira en torno a una interpretación de la salud del 
sistema constitucional estadounidense”  pues en la misma línea considera “que las 
decisiones que expulsan a determinados grupos de la escena política, ya sea apoyando 
la legislación opresiva o constitucionalizando asuntos polémicos, hacen daño a la 
democracia pluralista” (Post-Siegel, 2013, P.  74) 
 
Por lo anterior,  estos dos autores consideran que si bien los tribunales pueden 
realizar control de constitucionalidad a las leyes y pronunciarse sobre determinados 
temas que susciten polémica, es el Tribunal Constitucional quien debe abstenerse de 
generar las acciones violentas, minimizarlas y por lo tanto, de una u otra manera medir 
las decisiones que proferirá; evitando así el rechazo de los diferentes grupos que 
integran la sociedad y en temas que puedan cambiar la percepción de valores que una 
sociedad determinada conserve.  
 
Por su parte Cass Sunstein, en la misma corriente de Klarman basa su propuesta 
en lo que  ha denominado como el “minimalismo judicial” definido por él como “la 
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característica más destacada del derecho americano en la década de los noventa” 
(Sunstein, 2010. P 238) y definiéndolo a favor de las cortes, quienes según él deben 
tomar “decisiones acotadas y graduales en sus alcances, no a fallos amplios que 
establecen reglas generales que luego la nación podría lamentar” luego considera que 
las decisiones minimalistas son “acotadas en lugar de amplías”, porque “deciden el caso 
que las ocupa, no deciden otros casos a menos que se vean obligadas a hacerlo”  (Post-
Siegel, 2013, P. 79). 
 
Para justificar su teoría, expone sobre el minimalismo judicial que: 
 
Esta práctica permite que las Cortes respeten sus precedentes al 
considerar casos sobre los cuales se puede realmente decidir, mediante un “uso 
constructivo del silencio”. 2. Se reducen los ámbitos de la decisión a un caso 
concreto, se dejan espacios abiertos y de esta forma permite que se tomen 
decisiones sin entrar a considerar aspectos donde no se lograrían acuerdos entre 
los jueces colegiados de un tribunal (…) 3. Hace menos frecuente los errores 
judiciales y menos perjudícales sus efectos, pues muy difícil prever 
consecuencias futuras de un fallo. 4. Favorece la democracia deliberativa al 
permitir un debate amplio en todos los niveles. (Sunstein, 2010. P 329) 
 
Así mismo y la que se considera la más importante de sus características, 
Sunstein “asigna al proceso democrático un gran espacio en el cual puede adaptarse a 
los acontecimiento venideros, producir acuerdo mutuamente ventajoso y agregar nueva 
información y perspectivas a las cuestiones jurídicas” (Post-Siegel, 2013, P 80) 
 
A las apreciaciones de esos teóricos frente a las reacciones violentas, que 
suscitan las decisiones de la Corte y más frente a los problemas e inconvenientes 
políticos más que los jurídicos que puedan presentarse respecto a los fallos proferidos 
por los Tribunales, es preciso manifestar respecto a sus argumentos respecto al Control 
de la Corte a través de la interpretación que haga de ella el Tribunal Constitucional, toda 
vez que: 
El control es un elemento inseparable del concepto de constitución si se quiere 
dotar de operatividad al mismo, es decir, si se pretende que la constitución se 
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“realice”, en expresión, bien conocida de Hesse; o dicho de otras palabras, si la 
constitución es norma y no mero programa puramente teórico. El control no forma 
parte únicamente de un concepto “político” de constitución, como sostenía Schmitt, 
sino de su concepto jurídico, de tal manera que sólo si existe control de la actividad 
estatal puede la Constitución desplegar su fuerza normativa y sólo si el control forma 
parte del concepto de Constitución puede ser entendida esta como norma” 
(Aragon,1999, P. 15)  
 
En esa misma idea Kelsen sostiene que: 
 
Una constitución a la que le falta la garantía de anulabilidad de los actos 
inconstitucionales no es plenamente obligatoria en su sentido técnico Y agregó “una 
constitución en la que los actos inconstitucionales y en particular las leyes 
inconstitucionales se mantiene validos – no pudiéndose anular su inconstitucionalidad 
- equivale más o menos, desde el punto de vista estrictamente jurídico, aun deseo sin 
fuerza obligatoria” (Monroy Cabra, P. 25) 
 
Para Hart Ely en su teoría del Control Constitucional y en torno a la interpretación  
y control de los Tribunales, ha considerado la existencia de lo que él denomina como una 
disputa entre el textualismo y la interpretación libre, los cuales se definen así: 
 
Con el primero, que los jueces que deben decidir asuntos de constitucionalidad 
deberían limitarse a aplicar normas establecidas en la Constitución escrita o 
claramente implícitas en ella; con la segunda, la posición contraria, que los tribunales 
deberían ir más allá de este conjunto de referencias y aplicar normas que no pueden 
ser descubiertas en el cuerpo del documento. (Hart Ely, 1997, P.19) 
 
Por lo anterior y para superar las inconformidades de los teóricos frente a las 
posibles reacciones violentas y más unas reacciones políticas frente a los fallos de los 
tribunales,  hay que llevar a cabo a la realidad de la interpretación jurídica, las propuestas 
que en materia de democracia participativa, deliberativa e incluyente acoge las 
características del Constitucionalismo Democrático y que han sido propuestas por 
teóricos tan destacados como Habermas, Rawls, Philip Pettit y Pierre Rosanvallon, 
respecto a la actuación de los Tribunales Constitucionales.  
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Para Habermas los derechos de participación política y comunicación como parte 
de los derechos fundamentales y constitucionales de los ciudadanos son entendidos en 
él desde el estudio que él hace al republicanismo al identificar que: 
 
Garantizan, no la libertad respecto de coerciones externas sino la posibilidad 
de participación en una praxis común, cuyo ejercicio es lo que permite a los 
ciudadanos convertirse en aquellos que quieren ser, en autores políticamente 
autónomos de una comunidad de libres e iguales… de allí que la justificación de la 
existencia del estado no radica primariamente en la protección de iguales derechos 
subjetivos, sino en la garantía que ofrece de un proceso de formación de la opinión y 
la voluntad, en el que sujetos iguales y libres se entienden acerca de qué objetivos y 
normas son en interés común de todos. (Habermas, 1998, P. 344.) 
 
Esta asimilación de la formación de la opinión y de la voluntad política al auto 
entendimiento ético-político como explica Habermas se compadece empero mal con la 
función del proceso de producción legislativa, en el que desemboca. Pues en las leyes 
entran, ciertamente, también elementos teleológicos, pero estos no se agotan en fines y 
objetivos colectivos. Conforme a su estructura, las leyes vienen determinadas por la 
pregunta “que normas quieren los ciudadanos regular su convivencia”,  si bien es cierto 
este tipo de definición generan algún tipo de discusión al intentar poner de acuerdo y 
entender como cada ciudadano quiere entenderse como miembro de un determinado 
estado , y teniendo en cuenta que dichos “ discursos de auto entendimiento” es decir a 
través de los cuales se expresa ese ciudadano,  van a estar “ subordinadas a cuestiones 
morales y guardan relación con cuestiones pragmáticas “ para ello tal como acontece en 
los Estados Sociales de Derecho existen una serie de principios  y valores axiomáticos 
contenidos en la constitución que permitirán entender en términos de Habermas “ como 
puede regularse una materia en interés de todos por igual (Habermas,1998. P. 357-358). 
 
Para Rawls los Tribunales Constitucionales como organismo representativo de la 
rama judicial del poder público, debe ser justa en la medida en que aplique a través de 
sus fallos los principios de justicia que fueron integrados al sistema jurídico-político a 
través de un procedimiento de que se considera se originó a través de un consenso, que 
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arrojó como resultado final y en principio la Constitución, mediante la cual se 
incorporaron distintas fuerzas de orden político, social, cultural que él denomina como la 
posición original.  
 
Además en la teoría de la justicia se hace indispensable el concepto de la razón 
pública que Rawls definirá como “característica de un pueblo democrático-y como –la 
razón de sus ciudadanos de quienes comparten una posición de igual ciudadanía. El 
objeto de su razón es el bien público: aquello que la concepción política de la justicia 
exige a la estructura institucional básica de la sociedad y a los propósitos y fines que las 
instituciones han de servir”. (Rawls, 1996, P. 247-248.) 
 
Aunque tal como lo describe, si bien se trata de una concepción ideal de la 
ciudadanía en un régimen Constitucional Democrático presenta como podrían ser las 
cosas si la gente actuara de determinada manera y como la sociedad justa y bien 
ordenada los incitaría a ser. Esto lo entiende Rawls como lo que es posible pero aclara 
que quizá nunca llegue a ocurrir pero que al final no lo hace menos fundamental.  (Rawls, 
1996, P. 248.) 
 
Así mismo en un régimen democrático en términos de Pierre Rosanvallon (2007) 
se han de buscar formas de participación de los ciudadanos en las decisiones que les 
conciernen, como uno de los mayores  rasgos de la evolución reciente de los regímenes 
democráticos y para ello recurre al termino de Democracia Participativa que mejor 
describe ese intento de esta sociedad por brindar esas garantías participativas a la 
sociedad , y en nuestro caso a los grupos que representan a la sociedad civil y que 
corresponde a una demanda social, la vulneración y no reconocimiento de los derechos 
fundamentales a el grupo minoritario LBGTI.  
 
En términos de  Rosanvallon pensaría que las diferentes organizaciones civiles y 
políticas  pueden participar como representantes de los diferentes grupos y minorías del 
estado y ello ha de funcionar como una forma de consolidar la democracia, en la medida 
en que están organizadas, y son quienes que han de alertar a la opinión pública frente a 
determinada situación, pero con argumentos sólidos. El autor propone para ello el que  ¨ 
se desarrollen agencias ciudadanas  de calificación para evaluar las acciones de ciertos 
organismos públicos. Se podría construir también observatorios ciudadanos para llamar 
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la atención de la opinión pública sobre problemas  emergentes  o evoluciones 
preocupantes ¨ (Rosanvallon, 2007, P. 286) 
 
Concluye el autor que ¨hacer más visible la política debe consistir ante todo en el 
recordatorio permanente  de la tarea  que se trata de cumplir: constituir un pueblo 
inhallable en comunidad política viva. La simbolización es reflexión colectiva, relación con 
la decisión reafirmada de escribir una historia común; es el relato sensible y grave  de los 
fracasos  y las esperanzas que tejen  esa empresa, es historia y memoria  de la lucha de 
los hombres y las mujeres  por tratar de instituir  a pesar de todas las dificultades una 
sociedad de iguales¨ (Rosanvallon, 2007, P. 291) 
 
Otra propuesta que ha de servir como fundamento o respuesta a la intervención 
de los Tribunales Constitucionales, es la democracia Disputadora de Pettit quien afirma 
que ¨ Las autoridades ejercerán un poder arbitrario, si las decisiones que toman pueden 
fundarse en sus intereses personales o banderizos, o en su interpretaciones personales 
o banderizas de las obligaciones que entraña ser legislador, administrador o juez¨ ( Pettit, 
Philip,1999, P. 240) y más aún los Tribunales Constitucionales que tiene la función entre 
otras de interpretar la constitución lo que puede prestarse a inconformismos de tipo social  
y más aún si tales grupos no han sido tenidos en cuenta a la hora de tomar la decisión , 
bien indica el autor que las decisiones de carácter público no ha de ser impuesta 
arbitrariamente sino que ¨tiene que proceder de tal modo , que podamos identificarnos 
con ella y hacerla nuestra: que podamos ver en ella promovidos nuestros intereses  y 
respetadas nuestras interpretaciones ¨ (Pettit, Philip,1999, P. 241)  
 
Finalmente el teórico y defensor del Control Constitucional y contradictor del 
Constitucionalismo Democrático, Erwin Chemerinsky identifica 3 puntos en común entre 
los diferentes seguidores del Constitucionalismo Popular y a continuación analiza 
igualmente los defectos en los que él considera incurren los seguidores de esta línea. 
Los puntos en común que Chemerinsky (2013)  identifica están relacionados con 
1. La idea de que el control de constitucionalidad no es importante en la práctica para la 
sociedad, 2. Que el control de constitucionalidad es innecesario y por el contrario se 
puede confiar en que el poder mayoritario respete la constitución y 3. Simplemente no 
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son partidarios del control de constitucionalidad por considerarlo innecesario, toda vez 
que reemplaza la decisión de las mayorías electas. (P. 68 a 70) 
 
Sin embargo Chemerinsky (2013) considera a partir de 5 argumentos en 
contraposición al constitucionalismo popular cuales son los defectos en los que incurre. 
El primero de ellos lo denomina la sobrevaloración del grado en que las otras dos ramas 
del poder -Ejecutivo- Legislativo-sobre el poder que cumple las normas constitucionales, 
pues consideran por ejemplo a través de uno de sus máximo exponentes Tushent que 
realmente no se saben cuál eficientes sean las acciones del congreso y así mismo si la 
causa de su ineficiencia sea la intervención de los tribunales. (P. 77) La segunda 
oposición del autor, tiene que ver con la falta de reconocimiento de tribunales que no 
sean el tribunal supremo, refiriéndose a que el “Tribunal de Warren fue una aberración y 
que los partidarios del control de constitucionalidad suponen equivocadamente que la 
protección de los derechos individuales que hizo ese tribunal es típica del Tribunal 
Supremo, es decir que dan igual tratamiento a los tribunales de los estados federados.  
(P.78-79) La tercera oposición se refiere a la reducción o eliminación del control de 
constitucionalidad con respecto a los funcionarios electos y no electos, aun cuando las 
decisiones de los de esos funcionaros no se correspondan con ninguna definición de 
gobierno de mayorías (P.80) La cuarta oposición radica en lo que él denomina como la fe 
injustificada en las demás ramas del poder público, creyendo que porque en ocasiones 
protegen libertades siempre lo harán.( P. 82) La quinta y última oposición considera que 
al decir de los constitucionalistas populares, si el control de constitucionalidad en 
ocasiones no tiene éxito, entonces esta situación será la constante en este tipo de 
decisiones.(P. 83) Aspectos y situaciones que se desvirtuarán a partir del análisis del 
actuar progresista y activista de la Corte Constitucional , examinados desde la 
jurisprudencia y en torno a los diferentes derechos y garantías reconocidas al grupo 
LGBTI a través de las cuales se observará, por qué se legitima el actuar del tribunal y 
cuando en el desarrollo de las decisiones del tribunal se enmarcan los postulados de los 
teóricos del Constitucionalismo Democrático y no las posturas radicales del 
constitucionalismo popular en pronunciamientos de acción de tutela y de control de 
constitucionalidad.  
 
En palabras de Ferrajoli y teniendo en cuenta las características del 
Constitucionalismo Democrático “Cambian las condiciones de validez de las leyes, 
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dependientes ya no solo de la forma de su producción sino también de la coherencia de 
sus contenidos con los principios constitucionales” (2005, Pág 189) situación que será 
verificada a través del análisis de la Corte Constitucional en los análisis de 
Constitucionalidad.  
 
Se considera entonces, que a partir del análisis y propuestas del 
Constitucionalismo Democrático, se establece el respaldo a la jurisprudencia progresista 
de la Corte Constitucional  en el reconocimiento de derechos y garantías la población 
LBGTI y en general a su comportamiento de corte activista y progresista que genera 
malestar o reacciones negativas y violentas en algunos sectores políticos, sociales y 
culturales de la sociedad Colombiana, principalmente la población que se denomina así 
misma como mayoritaria; sin embargo esa definición tal y como lo analiza el 
Constitucionalismo Democrático no es tan cierta, dado que suelen denominarse como 
mayorías, pero realmente quienes ejercen presión y activan las reacciones negativas y 
violentas en contra de las decisiones, son minorías que hacen parte de los poderes 
económicos, sociales y políticos que proponen, aprueban o no la agenda social y política 
del país y las decisiones más importantes, tales como las que tiene que ver con las 
garantías del grupo minoritario LBGTI.  
1.2 Constitucionalismo Popular 
El constitucionalismo popular como antítesis al Constitucionalismo Democrático, 
encuentra sus orígenes y posiciones más fuertes, así como la conformación y 
fortalecimiento de un movimiento  conservador en contra de las decisiones liberales de la 
Corte Suprema, por su puesto con la aparición de fallos y actividades de la Corte 
Suprema de los Estados Unidos durante la época de los jueces Warren y Burguer, que 
tal y como se indicó marcó el inicio del activismo y progresismo judicial. Sin embargo, 
existe un momento en la historia Norteamérica durante 1929- 1930 y  el denominado 
New Deal  de Franklin Delano Roosevelt después de la crisis económica de los Estado 
Unidos, que evidencia las primeras inconformidades de los constitucionalistas populares 
con algunas de las decisiones de la Corte Suprema y la denominada Corte o Era 
Lochner. 
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Después de la crisis de 1929, como indica González Jácome (Cheremerinsky, 
Parker, 2011) la idea del gobierno Norteamericano para recuperar la economía del 
Estado fue conducirlo a una intervención en la relación entre capital y trabajo e inversión 
pública, por lo tanto adoptaron medidas de tipo legislativo que permitieran tal finalidad 
como la relacionada con la jornada laboral (P.18, 19). Sin embargo y en ese momento 
fue paradigmático  “donde las leyes “sociales” no pasaron el control de 
constitucionalidad….”.  Leyes sociales como precios mínimos de compra de carbón y 
regulación a empresas que usaran trabajo infantil; toda vez que según la Corte Suprema 
dicha ley violaba la enmienda catorce de la carta de derechos y “Los derechos protegidos 
por esa enmienda podían ser restringidos a través de leyes, solamente si estas últimas 
eran un medio razonable para el alcanzar el bienestar público” (Cheremerinsky, Parker, 
2011. P. 18-19), situación que le valió a la Corte el apelativo de Era de Lochner. 
 
Para ese momento uno de los precursores del Realismo Jurídico y crítico de las 
actuaciones de la Corte Suprema y sus fallos fue Oliver Wendell Holmes quien 
consideraba que: 
 
La Corte Suprema no debía interpretar la Constitución a tal punto de crear 
derechos que impidieran el predomino de la opinión de la mayoría!!) la Corte Suprema 
debía confiar las decisiones del legislador mayoritario, a menos que las mismas 
contrariaran lo que un hombre racional y justo considerase como principios impresos 
en la tradición del pueblo estadounidenses. En otras palabras, Holmes se oponía a un 
control fuerte de constitucionalidad, pues consideraba que los jueces podían llegar a 
imponer su voluntad sobre la del pueblo. (Cheremerinsky, Parker, 2011. P. 20-21) 
 
A partir de esas apreciaciones de Holmes se puede encontrar dos de los 
argumentos más fuertes de los conservadores y defensores del constitucionalismo 
popular, los cuales se enmarcan en el respeto que debe tener la Corte por la decisión de 
las mayorías y el excesivo poder que recaía en sede judicial al control de las leyes y que 
continuó hasta la década que identificamos como precursora del nuevo progresismo 
constitucional, pero ya no solo con el simple control de constitucionalidad a las leyes sino 
un nuevo cumulo de decisiones de corte social e ideas liberales y progresistas.  
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Así mismo Cheremerinsky, crítico de la posición conservadora y teniendo en 
cuenta las ideas de Holmes, anota que durante la Corte Warren “Los conservadores se 
convirtieron en los nuevos críticos del control de constitucionalidad y la crítica era 
frecuentemente la naturaleza no democrática de los tribunales. Esos tribunales 
invalidaban las opciones escogidas por los órganos escogidos por elección popular” 
(Cheremerinsky, Parker, 2011. P. 64) Así y en la misma línea consideraban que exigían 
las limitaciones a las decisiones de los jueces y criticaban los fallos y decisiones respecto 
a derechos que según ellos no contemplaba la constitución.  
 
Durante el Gobierno de Ronald Reagan en contra del activismo judicial como 
mecanismo en contra de las decisiones progresistas de los 60 y 70 “recurrió al litigio y a 
la retórica presidencial para cuestionar y desacreditar los valores básicos que habían 
generado los precedentes de la Corte Warren” (Post-Siegel 2013, P. 35) Además de 
prometer que detendría como se enunció el “igualitarismo liberal y el liberalismo civil 
expansivo de la Corte Warren.  
 
Los conservadores y seguidores de Reagan frente a la actividad judicial del 
momento: 
Denunciaron los precedentes de la Corte Warren y la Corte Burguer por 
considerar que amenazaban las formas tradicionales de vida los Estados Unidos. 
Recurrieron a la teoría originalista para expresar su intención de conformar una Corte 
que fuera fiel a la constitución de los fundadores y que  “restableciera” las formas 
tradicionales de concebir la religión, la familia, la propiedad privada y la raza en el 
derecho constitucional estadounidense”. (Post-Siegel, 2013 P. 38) 
 
Así respecto a la teoría originalista como cimiento del Constitucionalismo Popular 
Post y Siegel analizaron lo que ellos han denominado como las normas y valores 
generales, que se encuentran dentro de las constituciones y que su aplicación  puede 
ocasionar diversas disputas políticas, contrario a normas específicas que por el contrario 
y como ejemplo establecen criterios específicos para ser senador o representante del 
congreso de la república, lo que ellos denominan como reglas del juego básicas para el 
Gobierno y que no dan lugar a ningún tipo de interpretación, como la edad mínima para 
ostentar dicha dignidad.  
Activismo y progresismo de la corte constitucional  colombiana 23 
 
 
2. Activismo y progresismo de la Corte 
Constitucional Colombiana 
El activismo y progresismo de la Corte Constitucional que se pretende evidenciar 
de manera positiva – a favor del Tribunal Constitucional - en el presente capitulo, y 
teniendo en cuenta el análisis teórico realizado en el acápite anterior, tendrá como 
soporte no solo  los argumentos del Constitucionalismo Democrático, sino el análisis del 
contexto o tipo de Constitución en particular que opera en Colombia; toda vez que los 
postulados expuestos deben ser analizados en la actualidad y en el entorno Político, 
Social y Cultural en el cual la Corte Constitucional Colombiana ha proferido sus 
decisiones.  
 
Así mismo, se realizará el análisis y examen de algunas de las sentencias de 
tutela y análisis de constitucionalidad más importantes que han reconocido y brindado 
mayores garantías y derechos a la población minoría LBGTI, a través de las cuales se 
verificará por qué dichos pronunciamientos han sido catalogados como la práctica del 
activismo y progresismo del Tribunal Constitucional Colombiano y por lo tanto han 
generado reacciones negativas y encontradas frente a su actuar y posición contra - 
mayoritaria respecto a otras instituciones del Estado y la Democracia, que en principio 
deberían ser quienes brinden todas las garantías, derechos y herramientas de esta 
población. Dos de las instituciones más importantes en el escenario colombiano y que 
han estado en medio del debate con la Corte Constitucional  ha sido el Congreso de la 
República y la Procuraduría General de la Nación, entre otras reacciones negativas 
generadas a través de diferentes grupos sociales, políticos y culturales a favor y en 
contra del activismo judicial en el escenario de la diversidad sexual y de género. 
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Se analizará el activismo y progresismo de la Corte Constitucional en la 
poblacional LBGTI, teniendo en cuenta que en la actualidad el papel y desarrollo de las 
sentencias del tribunal en lo que tiene que ver con dicho grupo poblacional minoritario, ha 
sido fuertemente criticado, objetado y presto de debates jurídicos, políticos y sociales, por 
algunas de las instituciones más representativas del Estado Colombiano, al considerar en 
su mayoría que la Corte Constitucional ha sobrepasado el límite de las funciones y 
competencias interfiriendo no solo en las funciones propias de los demás organismos a 
través de sus decisiones y más específicamente a través de los análisis de 
constitucionalidad en temas que evidenciaremos posteriormente; sino bloqueando el 
ejercicio de la Democracia Representativa y Participativa, particularmente de quienes se 
consideran mayoría y por ende con la legitimidad para participar y tomar este tipo de 
decisiones que moral y socialmente afectan en conjunto a toda la sociedad que la 
compone, pero más importante aún que al tratarse de un tema que le compete a un 
grupo poblacional minoritario es suficiente para que esa mayorías con poder de decisión 
no lo tengan en cuenta, aun cuando es una realidad latente que crece cada día en 
Colombia y en el Mundo entero.    
 
Así mismo no solo evidencian las posiciones negativas y adversas a sus fallos, 
sino y de manera positiva, como y gracias a la Corte Constitucional se han conseguido 
grandes avances en materia de garantías y derechos; y aun cuando los críticos 
consideran que con su actuar bloquea la participación a través de la democracia 
deliberativa, este tipo de decisiones trascendentales ha conllevado – considero de 
manera positiva-  a que la sociedad se organice a través de grupos o asociaciones de 
carácter civil y político  lo que hace que el debate se nutra de diferentes posiciones, y en 
términos reales dicha participación se vea reflejada en las diferentes intervenciones de 
estos ciudadanos, o grupos o asociaciones en las demandas de constitucionalidad ante 
la Corte Constitucional independientemente de la decisión adoptada por el Tribunal que 
genera en si otro tipo de reacciones.  
 
Algunas de esas posiciones son de carácter religioso y moral, debate que si bien 
es importante no será motivo de evaluación; toda vez que la finalidad es estudiar desde 
el punto de vista del derecho, por qué desde la práctica y la doctrina es factible defender 
la posición contramayoritaria de la Corte Constitucional en el reconocimiento de derechos 
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y garantías de los homosexuales como seres individuales y como sujetos de derechos en 
pareja, a través de lo que se ha denominado como el activismo y el progresismo del 
Tribunal Constitucional Colombiano conforme a las posiciones expuestas en el 
Constitucionalismo Democrático través del denominado Control de Constitucionalidad de 
las Leyes y Fallos de Tutela. 
 
Se analizaran decisiones de Fallos de tutela y de Control de Constitucionalidad, 
toda vez que a través de los primeros se evidenciará que de 1991 y en adelante se han 
venido reconociendo derechos y garantías a las personas que se identifican al interior del 
grupo minoritario, pero únicamente como sujetos individuales y como sustento la garantía 
del respeto y reconocimiento del derecho a la igualdad, libre desarrollo de la personalidad 
y dignidad. Decisiones ante las cuales no se habían generado mayores reacciones 
negativas por parte de Instituciones y Organismos del Estado, así como de grupos 
sociales, religiosos y políticos.  
 
Por el contrario es importante conocer que las sentencias de Control de 
Constitucionalidad en las cuales se reconocen derechos y garantías de las parejas 
conformadas por homosexuales han generado propiamente las reacciones adversas al 
fallo, respeto a las funciones y competencias de la Corte Constitucional y por tanto 
agudiza el conflicto con el Congreso de la República y  la  Procuraduría General de la 
Nación hoy  representada por el Procurador Alejandro Ordoñez quien abiertamente está 
en contra de las garantías, protección y derechos para dicho grupo minoritario, por su 
arraigada y conservadora posición religiosa. La mayor parte de sentencias de 
Constitucionalidad, han reconocido derechos de carácter Económico, Social y Cultural, 
como salud, pensión - seguridad social -derechos patrimoniales y matrimonio; así como 
los fallos de tutela que en su mayoría son decisiones que han reconocido derechos 
catalogados como Civiles y Políticos en torno a la esfera individual de la persona.   
 
Por lo tanto la manifestación del Constitucionalismo Democrático, deviene en la 
interpretación de la Corte Constitucional a nuestra Carta Política, análisis que versa más 
allá de una revisión de puramente formal entre la Constitución y la Ley, en que los 
contenidos de la misma estén en armonía con los principios, preceptos y derechos 
establecidos en ella. 
 
26 “Entre el Constitucionalismo Democrático y el Constitucionalismo Popular: 
Análisis de la Jurisprudencia Constitucional en la Defensa de los Derechos de la 
Población LGBTI en Colombia” 
 
Tal interpretación permite hacer efectivos derechos y garantías de un grupo 
poblacional minoritario tradicionalmente excluido, y permite que la Corte actué 
favorablemente para el caso en particular, siendo en principio competencia del 
Legislativo y el Ejecutivo analizar y conceder las garantías constitucionales y legales a 
dicha población. Sin embargo frente a la pasividad y apatía de estas dos ramas del poder 
público, legitiman el actuar de  la Corte y acrecienta el ejercicio activo como guarda de la 
Constitución, en el entendido de la nueva forma de interpretación de derecho y así como 
como lo hizo en las sentencias de la población homosexual, en su ejercicio interpretativo 
evidencia que la presunta Omisión Legislativa que evalúa, vulneran la Constitución 
Política, cuando sin justificación objetiva alguna, se evidencia el déficit de protección para 
este grupo poblacional respecto de los heterosexuales, por qué a través del ejercicio 
legislativo y en contra de los preceptos constitucionales no reconoce garantías, lo que 
conlleva a que se mantenga a la marginación política, jurídica y social de la cual han sido 
objeto históricamente. 
Desde el punto de vista del ejecutivo, no existe política pública seriamente 
establecida a través de los diferentes entidades que hacen  parte del mismo y que más 
allá del reconocimiento de la población LGBTI, se lograra a través de la política pública 
no solo la satisfacción de las necesidades de los mismos; sino la integración de toda la 
sociedad Colombiana en esa transformación y aceptación de la ciudadanía, lograr un 
cambio de percepción con respecto a la población vulnerable y lograr el cambio de 
pensamiento y respuesta frente a esta realidad, que aun con tropiezos y fuertes críticas 
se ha logrado visibilizar a través de la Corte Constitucional y sus pronunciamientos y  así 
ubicarlos en la agenda de debate actual. Contrario a la pasividad del Ejecutivo en el 
orden nacional ha sido Bogotá la pionera a nivel nacional en establecer como parte de su 
política el desarrollo de una política pública dirigida exclusivamente a este grupo 
poblacional desde el  2007 con la expedición del Decreto 608 del 28 de diciembre de 
2007 y el Acuerdo 371 de 2009 por medio del cual se establecen los lineamientos de la 
Política Pública para la garantía plena de los derechos de las personas lesbianas, gays 
bisexuales y transgeneristas - LGBT - y sobre identidades de género y orientaciones 
sexuales en el Distrito Capital.  Así mismo en el 2012 por medio del Decreto 149, el 
alcalde Mayor de Bogotá, Gustavo Pero Urrego, modifica la estructura organizacional de 
la Secretaría Distrital de Integración Social creando la Subdirección Para Asuntos LGBT.  
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A través de la Subdirección se realiza la: 
"Promoción del ejercicio y goce de los derechos de personas LGBTI”, el cual 
a través de la meta: "Atender integralmente a 12,000 personas de los sectores 
LGBTI en situación de discriminación, exclusión y vulnerabilidad en Centros de 
Servicios a través de un modelo de gestión intersectorial que contempla la atención 
a sus familias y redes de apoyo” puso en operación el Centro de Ciudadanía LGBTI 
Sebastián Romero; una unidad operativa perteneciente a la Secretaría Distrital de 
Integración Social, donde se reconocen los territorios como espacios de 
desarrollo humano y comunitario, dirigidos a la formación y fortalecimiento de 
procesos de participación, autogestión y organización de las personas de los 
sectores sociales LGBTI, con alternativas de construcción y transformación social y 
cultural. 
(http://www.integracionsocial.gov.co/modulos/contenido/default.asp?idmodulo=1040) 
Situación que si bien no es de fácil adaptación  para la comunidad en general y 
además de evidenciar que es un tema de compromiso y asumir la responsabilidad 
política para el Ejecutivo a Nivel Nacional, este tipo de conductas e iniciativas 
Gubernamentales y en principio de carácter local, va cambiando las percepciones acerca 
de la realidad y los fenómenos sociales que nos rodean y por lo tanto el actuar de 
aquellos grupos, individuos y organizaciones que se opone radicalmente, es un cambio 
que no solo requiere reconocimientos jurídicos y políticos, sino cambios culturales y 
sociales que el Ejecutivo puede coadyuvar, en conjunto con el trabajo que viene 
desarrollando la Corte Constitucional de manera metodológica, sistemática  y pedagógica 
con el grupo poblacional mayoritario que rechaza este tipo de reconocimiento.   
2.1 Análisis de la Jurisprudencia de la Corte 
Constitucional  
Sentencias de Control de Constitucionalidad  
El análisis de constitucionalidad versa sobre los temas que a partir del 2006, 
dieron un rumbo diferente al progresismo de la Corte pues con ello se inicia una nueva 
etapa de activismo judicial de tribunal en un tema tan álgido como la homosexualidad y la 
protección de derechos y garantías para este grupo poblacional y específicamente para 
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quienes han decidió convivir y hacer una vida en común y en pareja aun siendo personas 
del mismo sexo 
 
Los pronunciamientos fueron los siguientes: 
Unión Marital de Hecho (Derechos Patrimoniales – C-075 de 2007) 
Previo expedición de la Sentencia C-075 de 2007, determinó la corte en análisis 
de la sentencia C-098 de 1996  y frente a la presunta omisión legislativa presentada en 
torno a la extensión de la Unión Marital de Hecho para los Homosexuales: 
 
 “…que no era inconstitucional que se diera un tratamiento distinto a las 
parejas conformadas por un hombre y una mujer y a las uniones homosexuales, en 
razón de las diferencias entre una y otra. Agregó la Corporación que correspondía al 
legislador adoptar las medidas necesarias para superar la discriminación que la 
ausencia de protección patrimonial podría implicar para las parejas homosexuales.”  
 
Haciendo la primera referencia frente al debate de usurpación y extralimitación de 
funciones,  toda vez que la Corte manifiesta que es el órgano legislativo a quien en 
ejercicio de sus funciones debe de una u otra manera equiparar el déficit de protección 
frente a las uniones que se venían conformando por las parejas homosexuales, al 
cuestionarse si el legislador y la presunta omisión legislativa –  que procede solo en la 
medida en que  se compruebe la intensión del legislador de lesionar derechos a este 
grupo poblacional- desconoció las parejas que al igual que las heterosexuales, llevan una 
vida juntos, permanente de ayuda y trabajo mutuo y se ve afectada al no equipararse en 
términos de la Ley 54 de 1990.   
 
Una vez manifiesta y deja en claro el tribunal en la sentencia C-098 de 1996 la 
obligación del legislador, y fija así la competencia para evitar la discriminación frente a 
estas uniones nacientes respecto de las ventajas y derechos obtenidos y teniendo en 
cuenta que nuestra carta política prohíbe cualquier trato discriminatorio por razones de 
orientación sexual es claramente inconstitucional; en la misma línea advierte respecto a 
la competencia del legislador que:  
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 La Corte no considera que el principio democrático pueda en verdad avalar 
un consenso mayoritario que relegue a los homosexuales al nivel de ciudadanos de 
segunda categoría. El principio de igualdad (C.P. art. 13), se opone, de manera 
radical, a que a través de la ley, por razones de orden sexual, se subyugue a una 
minoría que no comparta los gustos, hábitos y prácticas sexuales de la mayoría. 
Los prejuicios fóbicos o no y las falsas creencias que han servido históricamente 
para anatematizar a los homosexuales, no otorgan validez a las leyes que los 
convierte en objeto de escarnio público.(1996)  
 
Manifiesta posteriormente en el análisis de la sentencia C-075 de 2007 que el 
tribunal ha aclarado y declarado en situaciones reiteradas a través de diferentes 
sentencias en su mayoría de fallos de tutela la protección en el ámbito individual de este 
grupo minoritario, pero también considera la corte que para ese momento en que analiza 
la sentencia C-075 no se ha dado tal reconocimiento y protección en materia de parejas 
conformadas por personas del mismo sexo. 
Situación que conlleva a establecer que “el ordenamiento jurídico reconoce los 
derechos que como individuos tienen las personas homosexuales, pero, al mismo tiempo 
las priva de  instrumentos que les permitan desarrollarse plenamente como pareja, 
ámbito imprescindible para la realización personal, no solo en el aspecto sexual, sino en 
otras dimensiones de la vida.(2007) 
 
Entonces, cuestiona la ausencia de un reconocimiento jurídico para este grupo 
poblacional en el ámbito de las parejas del mismo sexo, y entiende que dicha protección 
se encuentra dentro del ámbito de la configuración legislativa, pero que a su vez tal 
configuración encuentra su límite en la carta constitucional y los derechos fundamentales 
consagrados en la misma, toda vez que para el caso en concreto de la unión marital de 
hecho “para la Corte, la ausencia de protección en el ámbito patrimonial para la pareja 
homosexual resulta lesiva de la dignidad de la persona humana, es contraria al derecho 
al libre desarrollo de la personalidad y comporta una forma de discriminación proscrita 
por la Constitución”. 
 
 Y por lo tanto, para la corte su decisión en el caso de la protección en torno a la 
unión marital de hecho radica en que:  
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 “No hay razón que justifique someter a las parejas homosexuales a un 
régimen que resulta incompatible con una opción vital a la que han accedido en 
ejercicio de su derecho al libre desarrollo de la personalidad, ni resulta de recibo 
que la decisión legislativa de establecer un régimen para regular la situación 
patrimonial entre compañeros permanentes, sea indiferente ante los eventos de 
desprotección a los que puede dar lugar tratándose de parejas 
homosexuales.”(2007) 
 
Por lo tanto el Tribunal Constitucional manifiesta y finaliza dejando en claro que 
no es menos cierto que hoy por hoy puede advertirse que la parejas homosexuales 
presentan requerimientos análogos de protección y que no existen razones objetivas que 
justifiquen un tratamiento diferenciado, y en el caso en particular respecto a las parejas 
heterosexuales, y sería de parte del legislativo una restricción injustificada.  
Seguridad Social 
Seguridad Social en Pensiones 
En el análisis de constitucionalidad de la Sentencia C-1043 de 2006 en la cual se 
declara Inhibida la Corte Constitucional , se analiza la demanda al artículo 74 de la Ley 
100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, por considerar que 
viola los artículos 13 y 48 de la Constitución Política de Colombia, por cuanto los 
demandantes consideran que ha incurrido en omisión legislativa el Congreso de la 
República, cuando al establecer los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, 
incluyó “ solamente al cónyuge o la compañera o compañera permanente supérstite y 
excluyó del beneficio a las parejas homosexuales, y que con ello se afectan los derechos 
fundamentales a la igualdad y de acceso a la seguridad social de los excluidos.” (2006) 
 
Consideró la Corte en el caso en particular que el demandante no demostró 
porqué la decisión del legislativo en torno a los beneficiarios de la pensión de 
sobrevivientes no la hizo extensiva a las parejas homosexuales, toda vez que como 
indica la corte aun cuando hay un proyecto de vida en común en cada una de las parejas, 
ello no es óbice para que exista identidad de trato jurídico, porque “ existen diversos 
factores de orden social y jurídico que hacen que no siempre quepa predicar la existencia 
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de un imperativo constitucional de aplicar el mismo régimen en uno y en otro 
caso”(2006). Así mismo por que los cargos en contra de la norma acusada no fueron 
correctamente formulados en la medida en que solicitan declarar la omisión legislativa 
aun comprometiendo normas que previamente fueron analizadas por la corte como el 
caso de la unión marital de hecho y los análisis respectivos de la Ley 54 de 1990 y que 
ya se hizo extensiva a las parejas homosexuales y todos los beneficios que de ella 
deriven, por estos motivos la Corte de abstiene de hacer un pronunciamiento de fondo. 
 
Posteriormente la Corte en sentencia C-336 de 2008 analiza el conjunto 
normativo parcialmente acusado es decir de los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993, 
modificados por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 si son inexequibles, por cuanto 
excluye y limita a las parejas homosexuales para acceder a los beneficios de la pensión 
de sobrevivientes de su compañero o compañera permanente.  
 
El punto de partida de la sentencia C-336- 2008 al igual que las sentencias 
respecto a derechos patrimoniales y seguridad social en salud, es el análisis a los límites 
de la potestad reglamentaria,  por ende después de analizar la finalidad de la pensión de 
sobreviertes y su carácter prestacional que se convierte en fundamental cuando existan 
circunstancias de debilidad manifiesta, y por ende en materia de seguridad social debe 
tener en cuenta lo siguiente: 
 
(i) el reconocimiento de la seguridad social como un derecho irrenunciable de 
todos los habitantes del territorio nacional y, a su vez, (ii) como un servicio público 
obligatorio cuya dirección, control y manejo se encuentra a cargo del Estado. 
Adicionalmente, (iii) se admite la posibilidad de autorizar su prestación no sólo por 
entidades públicas sino también por particulares; (iv) el sometimiento del conjunto del 
sistema a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. A los que el Acto 
legislativo 01 de 2005 añadió en materia de pensiones el principio de sostenibilidad 
financiera (C.P. art. 48). (2008) 
 
Y como explica la Corte y específicamente  con el tercer punto, en torno al 
principio de solidaridad evoca que debe amparar a todos los residentes de Colombia, y 
por lo tanto no debe haber exclusión o discriminación “por razones de sexo, edad, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, etc”… Lo que 
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significa que toda persona tiene que estar cobijada por el sistema de seguridad social y 
que “no es posible constitucionalmente que los textos legales excluyan grupos de 
personas, pues ello implica una vulneración al principio de universalidad”.  
 
A partir de allí y en los mismos términos de la Sentencia C-035 de 2007 respecto 
a la protección del libre desarrollo de la personalidad, dignidad que se ven afectados 
cuando una vez y por voluntad propias deciden las parejas homosexuales hacer una vida 
en común, igualmente existe un déficit de protección en materia de seguridad social en 
pensiones de sobrevivientes, que afecta dichos derechos fundamentales  por su 
condición de homosexual y decidir convivir con otro individuo del mismo sexo, por lo 
tanto la corte reconoce este beneficio con ciertas condiciones, como la acreditación ante 
notario su condición de pareja.  
 
Seguridad Social en Salud 
Posteriormente con la sentencia C-811-2011, la corte analiza y teniendo en 
cuenta los argumentos de la demanda,  que en el régimen contributivo que hace 
referencia a la seguridad social en salud, la pareja del homosexual no puede afiliar, 
constituyendo una vulneración al derecho de libre desarrollo de la personalidad y 
dignidad humana, toda vez que como explica la corte en su análisis el hecho que un 
individuo conforme una pareja con alguien del mismo sexo, esa condición de 
homosexualidad para el caso en análisis niega la posibilidad de acceder al régimen de 
seguridad social en salud como beneficiario “pues la exclusión está fundada 
esencialmente en su libre opción sexual, lo cual hace de su derecho una garantía 
directamente protegida por la Carta.”  
 
Esta situación, permite a la corte manifestar que existe una omisión legislativa 
toda vez que en la situación particular del acceso a la salud como beneficiario, se 
evidencia y déficit de protección para la pareja homosexual en los mismos términos de la 
sentencia C- 035 de 2007 respecto a la vulneración del derecho al libre desarrollo de la 
personalidad y la dignidad humana; que sin embargo no conllevará a la declaratoria de 
inexequibilidad que podría afectar a los demás beneficiaros de esta ley, si condiciona 
entonces para evitar fraudes  a la disposición que para acceder a este régimen y en torno 
a los dispuesto en la Ley 50 de 1994 deberá la pareja homosexual cumplir el término de 
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dos años que prevé la misma para las uniones maritales y así poder vincular a su pareja 
en calidad de beneficiario.  
Matrimonio  
En sentencia C-886 de 2006 la Corte Constitucional  analizó la demanda de 
constitucionalidad contra el artículo 113 (parcial) del Código Civil y el inciso 1° (parcial)  
del artículo 2° de la ley 294 de 1996, que prevé discriminación contra la parejas 
homosexuales al no permitirles contraer matrimonio civil a quienes se han organizado en 
comunidad y los efectos que de ella derive. Sin embargo la corte se declara inhibida 
porque considera que los cargos y razones de los demandantes no cumplen con los 
requisitos mínimos de una justificación clara, precisa, pertinente, específica y suficiente, 
que no le permite realizar un análisis de fondo respecto a la norma acusada, pues no es 
su competencia ni su finalidad, ni menos aún le corresponde “realizar un control oficioso 
de las leyes”. Lo que conlleva a que la Corte  se declarare inhibida para emitir un 
pronunciamiento de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda. 
 
Posteriormente con la Sentencia C-577 de 2011 frente a los apartes demandado, 
de igual manera entra a la corte a determinar si se configura o no la omisón legislativa, 
por su puesto parte de realizar un análisis extenso entorno al tema como tal de la 
homosexualidad, la distinción entre familia y matrimonio, y si las parejas homosexuales 
hacen parte de un tipo de familia quien está a cargo de velar por su reconocimiento y 
protección.   
 
Al final y una vez realiza un análisis frente a la posición de los homosexuales en el 
ámbito de la familia y el matrimonio y trae consigo derecho comparado, la Corte concluyó 
que al existir un déficit de protección en materia de matrimonio debía el Congreso de la 
República en ejercicio de sus funciones crear una institución contractual, que pudiera 
superar el déficit de protección que afecta a las parejas del mismo sexo en esta materia; 
y lo exhorto para que en término de dos años que se cumplía en 02 de junio de 2013 
debería ejecutarse dicha orden, de lo contrario las parejas podrían acudir ante notario 
para legalizar su vínculo contractual.  
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Esta situación puso de manifiesto nuevamente la reacción negativa del propio 
congreso de la república, quien pasados los dos años no realizó ninguna acción 
encaminada a superar el déficit de protección respecto al matrimonio para parejas del 
mismo sexo, ocasionando un caos jurídico toda vez que en los términos que utilizó la 
Corte Constitucional  no dejó claro si a lo que se refería cuando habla de formalizar era 
específicamente a la figura del matrimonio civil o a una nueva figura de por si inexistente, 
aun mas cuando surtido el debate en el senado de la república no fue aprobado el 
proyecto de ley que pretendía aprobar el matrimonio civil; situación  que conllevó a que 
figuras como la del Procurador General de la Nación – en abierta oposición a estas 
situaciones-  manifestará que los notarios y jueces que accedieran a las pretensiones de 
las parejas homosexuales en los términos de la sentencia, sería objeto de investigación 
disciplinaria.  
 
Así mismo y al día de hoy persiste la ambigüedad no solo para los funcionarios 
públicos a quienes corresponde dar trámite a lo dispuesto por la Corte Constitucional  y 
con la presión de  ser objeto de sanción disciplinaria, sino de la incertidumbre para las 
parejas que acudieron la dicha “ figura” y aun no existe garantía respaldo legal alguno de 
la existencia de dicho vínculo afectivo; porque si bien las sentencia de los jueces que han 
procedido a legalizar dichas uniones han sido dejadas en firme en segunda instancia en 
favor de las parejas homosexuales, aÚn persiste la incertidumbre jurídica de lo que 
pueda suceder, y se encuentran a la espera que la Corte Constitucional  en 
pronunciamiento posterior aclare lo pertinente respecto a la figura del matrimonio 
homosexual.  
Otras Sentencias Relevantes: 
Así mismo, la corte con la Sentencia C-798 de 2008 de constitucionalidad analiza 
el parágrafo 1º del artículo 1º de la Ley 1181 de 2007, en torno al delito de inasistencia 
alimentaria, “para los efectos de este artículo se tendrá por compañero y compañera 
permanente únicamente al hombre y la mujer que forman parte de la unión marital de 
hecho durante un lapso no inferior a dos años en los términos de la Ley 54 de 1990”. La 
Corte resolvió declarar inexequible la expresión “únicamente” y exequible el resto de la 
disposición, “en el entendido que las expresiones „compañero‟ y „compañera permanente‟ 
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comprenden también a los integrantes de parejas del mismo sexo, pues el tratamiento 
diferenciado representa “un notable déficit de protección en materia de garantías para el 
cumplimiento de la obligación alimentaria”. 
 
La Sentencia C-029 de 2009 contiene el estudio de la constitucionalidad de un 
enorme y variado conjunto de disposiciones referentes a distintas clases de medidas 
protectoras para familiares cercanos y, en buena parte de los casos examinados, la 
Corporación decidió declarar la exequibilidad de las expresiones demandadas relativas al 
cónyuge y las más de las veces al compañero o compañera permanente, “en el 
entendido de que la misma incluye, en igualdad de condiciones, a los integrantes de las 
parejas del mismo sexo”, como resultado de un escrutinio estricto y a fin de paliar el 
déficit de protección y de poner término a una discriminación basada en la orientación 
sexual, tenida por categoría sospechosa. 
 
La Sentencia C-283 de 2011, la Corte resolvió declarar la exequibilidad de los 
artículos 16-5, 1045, 1054, 1226, 1230, 1231, 1232, 1234, 1235, 1236, 1237, 1238, 1243, 
1248, 1249, 1251 y 1278 del Código Civil, siempre y cuando se entienda que a la porción 
conyugal en ellos regulada, también tienen derecho el compañero o compañera 
permanente y la pareja del mismo sexo, basándose para ello en la igualdad de trato entre 
los cónyuges y los compañeros permanentes, así como en la extensión a las parejas del 
mismo sexo del régimen jurídico reconocido por el legislador y la jurisprudencia 
constitucional a las uniones de hecho, particularmente desde la Sentencia C-075 de 
2007. 
Fallos de Tutela 
Los  Fallos de Tutela, tal y como se ha venido manifestando han reconocido casi 
desde la misma creación del Tribunal Constitucional derechos y garantías desde la 
esfera individual y personal de quienes pertenecen a este grupo poblacional minoritario, 
situación que pone de presente que dichos pronunciamientos no han sido objeto de 
debate o reacción negativa fuerte por parte de la Sociedad en general, así como de 
grupos civiles o políticos. Tampoco ha sido óbice para que el Congreso de la República 
reclame extralimitación y usurpación de funciones por parte de la Corte. Los fallos que a 
continuación se reseñan, reflejan como la Corte en cada uno de ellos entrega las 
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herramientas para que la condición sexual de los individuos, no sea óbice para el no 
desarrollo de sus competencias profesionales, personales, académicas y toda aquella 
actividad que ejecute como ciudadano del Estado Colombiano. 
 
Considera la Corte en esa línea y respecto a la población homosexual que: 
 
“…tres derechos constitucionales contemplan con claridad las garantías 
fundamentales con las cuales la Constitución de 1991 consagró para el Estado 
colombiano, el derecho de respeto y protección a la autonomía de la voluntad y libertad 
de elección individual, para los asuntos que determinan la identidad personal. Se hace 
referencia a los derechos a la dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad y el 
derecho a la intimidad, en sus ámbitos de protección de la libertad.” ( Sentencia T-909-
11) 
Así respecto a la Dignidad considera que: 
 
Tienen particular relevancia las manifestaciones de la dignidad en el ámbito 
de la autonomía personal. Sobre el particular la Corte ha señalado que a la noción 
jurídica de dignidad humana se integra “…la libertad de elección de un plan de vida 
concreto en el marco de las condiciones sociales en las que el individuo se 
desarrolle.” De este modo, ha señalado la Corporación, “… la dignidad humana se 
refleja de manera más inmediata en aquellos derechos que se fundan en las 
decisiones racionales y autónomas del sujeto…” y que encuentran expresión en el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad. La Corte ha mostrado cómo, a partir 
del enunciado normativo contenido en el artículo 16, es posible delimitar “… el objeto 
de protección de la dignidad entendida como posibilidad de autodeterminarse según 
el propio destino o la idea particular de perfección, con el fin de darle sentido a la 
propia existencia.” (Sentencia C-075-2005 Corte Constitucional) 
 
Respecto al Libre Desarrollo de la Personalidad Manifiesta que: 
 
Es la protección general de la capacidad que la Constitución reconoce a las 
personas para  autodeterminarse, esto es, a darse sus propias normas y desarrollar 
planes propios de vida, siempre y cuando no se afecten derechos de terceros o el 
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orden jurídico. Es, de ese modo, la fórmula que “condensa la defensa constitucional 
de la condición ética de la persona humana, que la hace instancia suprema e 
irreductible de las decisiones que directamente le incumben en cuanto que gracias 
a ellas determina y orienta su propio destino como sujeto autónomo, responsable y 
diferenciado”. Porque es “la propia persona quien define, sin interferencias ajenas, 
el sentido de su propia existencia y el significado que atribuye a la vida y al 
universo, pues tales determinaciones constituyen la base misma de lo que significa 
ser una persona humana”. (Sentencia T-909-2011) 
 
Y en torno a la Autonomía Individual, que se manifiesta: 
 
 En todo aquello que sólo involucre los intereses propios y no dañe o menoscabe 
los derechos de los otros, también se protege con la consagración del derecho a la 
intimidad, previsto en el artículo 15 al establecer que “Todas las personas tienen 
derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe 
respetarlos y hacerlos respetar (…). 
Lo anterior porque, ha sido dicho esta Corporación, el derecho a la intimidad 
se entiende como la “esfera o espacio de vida privada no susceptible de la 
interferencia arbitraria de las demás personas, que al ser considerado un elemento 
esencial del ser, se concreta en el derecho a poder actuar libremente en la 
mencionada esfera o núcleo, en ejercicio de la libertad personal y familiar, sin más 
limitaciones que los derechos de los demás y el ordenamiento jurídico. ( 2011) 
 
Porqué entonces limitar el análisis de los Fallos de Tutela a la definición de tres 
derechos Constitucionales, precisamente por que como lo explica el Propio Tribunal las 
decisiones que se han otorgado de carácter individual en la mayoría de los casos gira en 
torno a dichos conceptos, y en la práctica existe un porcentaje bastante alto de Fallos de 
Tutela respecto a la Población LBGTI desde el punto de vista individual, que al final 
condensa en cada uno de ellos el argumento de las tres garantías Constitucionales, que 
le proporciona las argumentos para conceder así el derecho de carácter individual. 
 
Las diez (10) sentencias señaladas, se exponen para significar algunos de los 
ámbitos más importantes que como individuos de dicho grupo minoritario se les ha 
permitido desarrollarse como tal, sin importar su condición o preferencia sexual: 
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TUTELA TEMA    AÑO 
T-097 Derecho a Pertenecer a las Fuerzas 
Armadas Militares 
1994 
 
T - 277 
Despido de Jardín Infantil a Profesor 
Homosexual 
1996 
 
T- 101 
Derecho a la Igualdad en Acceso a la 
Educación por Homosexual 
1998 
 
T-268 
 
Manifestación de Identidad Sexual en 
espacio Público  
2000 
 
 T-435 
Derecho a la Educación en Centro 
Educativos 
2002 
  
T-499 
Derecho a Recibir Visita Íntima en la 
Cárcel 
2003 
 
T-1096 
Libertad Sexual de Personas 
Homosexuales Recluidas en las Cárceles 
2004 
 
T-301 
Derecho al Uso del Espacio Público 2004 
 
T-909 
Besos en público  2011 
 
T-248 
 
Elimina los criterios de selección de 
donantes basados en la orientación sexual 
2012 
 
2.2 Proyectos de Ley del Congreso de la República 
El primer proyecto fue presentado en el año 2001, cuando la corte reconocía 
apenas derechos con carácter individual y respecto a los derechos fundamentales y no 
frente a los derechos en pareja reconocidos a partir del año 2007 en adelante.  Ni 
siquiera con la sentencia de 2011 que ordeno al congreso legislar en torno al matrimonio 
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civil y aun cuando ya existen las sentencias de constitucionalidad del aparte anterior, no 
fue posible que legislaran en favor del mismo.  
De eso da cuenta, el que se hallan presentado 9 Proyectos de Ley con la finalidad 
de garantizar derechos, garantías y protección a las parejas del mismo sexo, que 
finalmente no fueron aprobados, lo cual evidencia y enseña de la apatía legislativa y 
costo político que puede representar este tema en el seno del poder legislativo,  toda vez 
que en un lapso de 13 años contados desde el 2001 que fue cuando se presentó el 
primer proyectó no se haya sancionado ley alguna en torno a los derechos de las parejas 
homosexuales, aun cuando la corte ya ha avanzado en el reconocimiento de las 
prerrogativas expuestas previamente.  
 
El último proyecto de ley archivado fue el presentado por el senador Armando 
Benedetti, con ocasión de la orden impartida en la sentencia de 2011  de la Corte 
Constitucional  en torno al matrimonio civil, y que ordena que legisle respecto y a favor 
del matrimonio entre parejas del mismo sexo. Sin embargo, no fue aprobado y realmente 
parte de las críticas de lo ocurrido en ese momento en el congreso, es que no fue 
realmente un debate a la altura del tema sino entorno a la religión, cálculos y costos 
políticos ante una decisión de ese tipo y se concentro fue en la supuesta extralimitación 
de la corte, y cómo desde el legislativo más bien se impulsaba algún proyecto que 
delimitara y coartara las funciones de la Corte Constitucional , no existió un debate de 
fondo respecto a las garantías de dichos sujetos de derecho que son parte de la realidad 
no solo colombiana sino mundial.  
 
En los mismos trece años donde el congreso de la república  no ha expedido 
ninguna ley dirigida la protección de derechos civiles y políticos y sociales económicos y 
culturales, la corte ha reconocido a través de un sinnúmero de sentencias de tutela y 
análisis de constitucionalidad, derechos fundamentales de carácter individual respecto a 
la orientación sexual y de género y de la misma manera en sentencias de 
constitucionalidad respecto a las parejas del mismo sexo especialmente en materia de 
derechos sociales económicos y culturales. 
 
Podría acaso demostrar la poca importancia que ha prestado el órgano legislativo 
a esta problemática y discusión jurídica, política y social, cuando la corte en trece años 
ha tenido un avance significativo y acorde a la realidad, pese a que como indica el 
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Magistrado Jaime Araujo Rentería quien cree y así lo expone en todos los salvamentos 
de voto respecto al tema, es que no hay realmente un activismo y progresismo cuando la 
corte no ha sido capaz de asumir en su totalidad las decisiones como la de matrimonio y 
ha otorgado derechos “ a medias”, lo que conlleva a que en el caso del matrimonio exista 
en un limbo jurídico que ha lugar a un sinnúmero de debates jurídicos entere población 
afectada, congreso de la república, jueces, notarios y procuraduría y hasta la fiscalía 
general de la nación, siendo los únicos afectados la población LGBTI que no ve realizado 
sus derechos porque de una otra manera ninguna de estas instituciones asume el costo 
político. 
 
 
PROYECTOS DE LEY PRESENTADOS EN EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL AÑO 2000 EN 
ADELANTE 
 
No PROYECT 
AÑO 
TEMA AUTOR (ES) GACETA TRÁMITE ESTADO 
    SENADO CAMARA   
        
1  338 de 20 
de julio de 
2007. 
Radicado 
en 
Cámara. 
“ Por el cual se 
dictan medidas 
relativas a la 
protección 
social de las 
parejas del 
mismo sexo” 
Venus Albeiro 
Silva y 
Santiago 
Castro.  
214/2007 5/2007 CAMARA: 
*Primer Debate: 
443/2007 
*Segundo Debate: 
552/2007 
*Texto de 
Aprobación en 
Plenaria: 673/2007 
 
SENADO: 
*Primer Debate: 
255/2008 
 
 
Archivado 
en 
Senado. 
        
2 702 del 10 
de octubre 
de 2005. 
Radicado 
en 
Senado. 
“ Por el cual se 
dictan medidas 
relativas a la 
protección 
social de las 
parejas del  
mismo sexo”  
Álvaro Araujo 
Castro.  
130/2005 152/2006 SENADO: 
*Primer Debate: 
69/2006 
*Informe de 
Comisión:  
293/2007 
* Segundo 
Debate:173 y 177 
de 2006 
* Aprobación en 
Plenaria: 517 y 
547/2006 
* Informe de 
Conciliación: 
290/2007-
Negado 
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416/2007,293/2007 
* Acta No. 66 12 
de junio 14 de 
junio 2007 Gaceta 
No. 415/2007 
 
CAMARA: 
*Primer Debate: 
545/2006 
*Segundo Debate: 
 293/2007 
*Informe de 
conciliación: 
293/2007  
        
3 493 de 01 
de 
septiembre 
de 2004. 
Radicado 
en 
Senado. 
“Por la cual se 
reconocen la 
unión de 
parejas del 
mismo sexo y 
sus efectos 
matrimoniales.” 
Piedad 
Córdoba Ruiz 
113/2004   SENADO: 
*Primer Debate: 
691/2004 
 
 
Archivado  
        
4 419 del  22 
de agosto 
de 2001. 
Radicado 
en 
Senado. 
"Por la cual se 
reconocen las 
uniones de 
parejas del 
mismo sexo, 
sus efectos 
T.D.C  Gaceta 
120/04, 
Anunciado 
gaceta 
154/2004, 
205/2004, 
315/2004 y 
otros 
derechos" 
Piedad 
Córdoba Ruiz 
85/2001  SENADO: 
 
*Primer Debate: 
510/2001 
 
* Segundo 
Debate:603/2001 
 
* Aprobación en 
Plenaria: 189/2002 
 
Archivado 
en 
Plenaria. 
        
5 494 del  04 
de agosto 
de 2010. 
Radicado 
en 
Senado. 
"Por la cual se 
Reconocen las 
Uniones de 
Parejas del 
mismo Sexo y 
sus efectos 
Legales". 
Piedad 
Córdoba Ruiz 
73/2010  SENADO: 
 
*Primer Debate: 
510/2001 
 
Archivado. 
        
6 325 del  06 
de agosto 
de 2002. 
Radicado 
en 
Senado. 
Por la cual se 
reconocen las 
uniones de 
parejas del 
mismo sexo, 
sus efectos 
patrimoniales y 
otros 
Senadora 
Piedad 
Córdoba Ruíz 
43/2002  SENADO: 
 
*Primer Debate: 
381/2002 
 
* Segundo Debate: 
438/2002 
 
Archivado 
en la 
plenaria 
del 26 de 
Agosto de 
2003 -Acta 
No. 4 
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derechos". * Aprobación en 
Plenaria: 484/2003 
        
7 343 del  30 
de julio de 
2007. 
Radicado 
en 
Senado. 
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2.3 El Contexto  en que la Corte Constitucional  
Colombiana ha realizado los análisis de 
constitucionalidad y fallos de tutela respecto a la 
población LGBTI 
Finalmente y para equiparar y dar un soporte a las decisiones de la Corte, es 
preciso evidenciar brevemente el contexto a través del cual la Corte Constitucional 
Colombiana ha realizado los diferentes pronunciamientos objeto de debate, el cual se ha 
dado alrededor de una discusión en torno al modelo de constitución adoptado por 
Colombia a partir de 1991; y por lo tanto esto en mayor medida a permitido y ha 
coadyuvado a que la Corte a través de las sentencias de constitucionalidad y fallos de 
tutela de carácter progresista otorguen derechos y garantías a grupos minoritarios como 
el de objeto de estudio, pero a su vez ha sido presto de críticas y reacciones negativas 
de diversos sectores, académicos, sociales y políticos, específicamente por la rama 
Ejecutiva y Legislativa, así como la Procuraduría General de la Nación por la presunta 
extralimitación y usurpación de funciones que denota el Tribunal Constitucional a través 
de su jurisprudencia y dado los alcances positivos que tienen sobre los grupos 
poblacionales a quienes ha cobijado.  
 
Básicamente y muy sucintamente para efectos de contextualizar las decisiones de 
la Corte, la discusión se ha centrado en determinar que existiendo dos modelos de 
constituciones como lo analiza y señala Saffon – García Villegas (2011) las 
preservadoras y las aspiracionales; la Carta Política Colombiana se enmarca dentro de 
las segundas, toda vez que las primeras “ suelen prosperar en contextos políticos y 
sociales en los que se han garantizado condiciones básicas de progreso social y 
estabilidad institucional, o en contextos en los cuales una revolución política ha sentado 
las bases para tales cambios estructurales.” (Pág. 79) Por el contrario las aspiracionales 
como la nuestra “usualmente prosperan en contextos en los cuales existe una gran 
insatisfacción con el presente y una protección muy débil de los derechos sociales, pero 
al mismo tiempo hay también una fuerte creencia en la posibilidad de alcanzar un futuro 
mejor a través del derecho constitucional.” (P. 80) 
 
Situación que se ha visto particularmente en nuestra actualidad a través de los 
pronunciamientos de la Corte Constitucional  al reconocer derecho y garantías 
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individuales y en pareja a la población homosexual y muy particularmente en materia de 
derechos, sociales, económicos y culturales quienes son objeto de mayor debate, dado 
que  y por lo general cuando encontramos este tipo de constituciones como explican los 
autores señalados han establecido una Corte Constitucional  fuerte,  conlleva a que los 
jueces: 
 
Se tomen en serio la obligación constitucional de proteger los derechos 
sociales y que obliguen al parlamento y al ejecutivo a hacerlo también. Una 
consecuencia de esto es que a menudo surjan conflictos interinstitucionales entre los 
jueces constitucionales y los órganos políticos ( Saffon- García Villegas, P. 80) 
 
Discusión evidente con el objeto de estudio, toda vez que una vez la Corte 
Constitucional  a  partir con los diferentes análisis de constitucionalidad  respecto a las 
parejas homosexuales inició su ardua labor de visibilizar y reconocer derechos de tipo 
económico, social y cultural, como la seguridad social en salud y pensiones, unión marital 
de hecho y efectos patrimoniales y pronunciamientos muy debatidos acerca del 
matrimonio para las parejas homosexuales; generó críticas por parte del legislativo por 
usurpar presuntamente lo que es competencia de ellos y visibilizar la falta de acción en 
materia legislativa y políticas públicas del gobierno ante una realidad inminente y por ir 
más allá de lo que prevé la constitución, actuando según ellos más allá del contenido y 
alcance de la constitución, regulando aspectos que son en principio competencia del 
legislador, considerándose esta situación como una primer critica a este modelo 
adoptado como conservadora, y denominada constitucionalismo preservador, donde la 
constitución debe guiar al legislador y sus principios generales no tiene valor normativo, 
sino político o programático. (Saffon García Villegas, 2011). La segunda critica que 
exponen los autores, considera que hay que lugar a la interpretación de los derechos de 
las constituciones aspiracionales pero de forma restrictiva, como lo pretender quienes 
defienden la posición, que corresponde al órgano ejecutivo y legislativo encargarse de 
este tipo de asuntos que generan mayor controversia, a través de leyes y políticas 
públicas, pero que sin embargo en la realidad actual eso no sucedes, y por ende el 
Tribunal Constitucional en pro de salvaguardar los derechos de sus ciudadanos debe 
actuar.  
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Aun cuando existen este tipo de críticas de por si importantes y validas, es 
necesario reconocer como lo explica Gargarella – Courtis (2009) refiriéndose a las 
constituciones Colombiana y de la Argentina que: 
 
Estos textos tan exigentes y llenos de derechos no se han convertido en “pura 
poesía”, Por supuesto, la distancia que separa a las aspiraciones y exigencias de 
estos textos de las realidades hoy existentes en países como los citados, es 
abrumadora. Sin embargo, también cierto que, en buena medida gracias al status 
constitucional que se le ha asignado a algunos reclamos, se han reivindicado los 
derechos de muchas personas de carne y hueso. Por ejemplo, grupos indígenas y 
homosexuales habitualmente maltratados en sus derechos fundamentales, han 
encontrado respaldo en estas Constituciones y litigado- en algunos casos importantes, 
el menos- de modo exitoso, frente a los tribunales. Y ello en buena medida, gracias a 
lo escrito en estas nuevas Constituciones.(P. 32-33) 
Caso como el litigio que han realizado direfernes organizaciones en Colombia 
como Colombia Diversa y De Justicia ORG y actores civiles que han luchado 
juridiamente ante el Tribunal Constitucional para lograr avances tan significativos en 
torno a la unión marital de hecho, seguridad social en salud y pensión y matrimonio entre 
otros, aun cuando sean temas que han suscitado un gran debate en torno a las deciones 
del Tribunal Cosntitucional y evidenciado los “ conflictos” entre las Ramas del Poder 
Público, pero que también como indican los autores han logrado materializar el 
reconocieminto y garantía de derechos plasmados en nuestra cosntitución de 1991, que 
para muchos es solo aspiracionista y poetica, pero que para muchos grupos minoritarios, 
gracias a la corte constitucCorte Constitucional han visto protegidos y garantizados sus 
derechos una vez se da aplicación a lo plasmado en la misma.  
 
En el mismo sentido Gerardo Pisarrello (, considera que “Las relaciones entre el 
Poder Legislativo y la justicia constitucional son, en el momento actual, uno de los temas 
centrales de la teoría juridico-politica del Estado” (P. 1) Especialmente cuando se tratan 
temas que por su alto contenido moral, religioso y politico como la homosexualidad 
generan reacciones negativas o positivas, no solo entre isntituciones del Estado, sino 
entre grupos sociales a favor y en contra de las decisones que cobijan por lo general a 
minorias, que por mucho tiempo han estado al margen de protección y reconocieminto de 
este tipo de garantías.  
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Consideramos entonces que frente a la presunta usurpación o exralimitación de 
funciones del Tribunal Constitucional Colombiano ante un Ejecutivo y Legislativo pasivo e 
indiferente, hasta tanto la corte no abandera estos temas y da el nivel y protagosnismo 
que amerita a través del control de constitucionaldiad de leyes, surge entocnes la 
reacción por parte de algunos sectores de carácter politico que al no ejercer sus 
competencias olvidan que:  
El carácter normativo de las Constituciones contemporaneas residiría en la 
existencia de un control jurisdiccional de las mismas, capaz de imponer su contenido, 
llegado el caso, a los propios poderes politicos encargados de desarrollarla. De esta 
constatación se desprenderia la posibilidad de eventuales conflictos entre los órganos 
jurisdiccionales encargados de custordiar el cumplimiento de la Constitución y los 
órganos politicos encargados  de respetar o desarrollar su contenido o, dicho en 
términos más genéricos, entre derecho y politica. (Pisarello, P. 1- 2) 
Conflicto que se agudiza y en cierta medida potencializa el actuar 
contramayoritaria de la corte a través de sus sentencias progresistas en el otorgamiento 
de este tipo de derechos, frente a un desarrollo o labor legislativa que minimiza los 
derechos de este grupo minoritario, a la par de un activismo judicial que los maximiza. 
Así lo explica Pisarello: 
 
Aquí el legislador quien, esgrimiendo su discrecionalidad política para 
desarrollar el programa constitucional, desmantela derechos y políticas sociales. Los 
jueces constitucionales, por su parte, procuran bien mantener el nivel de las 
prestaciones existentes, expulsando o declarando inaplicabilidad de las normas o 
preceptos restrictivos, o bien extender su cobertura a colectivos irrazonablemente 
omitidos. En el segundo caso, se estaría ante una situación de inconstitucionalidad 
relativa. En el primero, de inconstitucionalidad absoluta. 
 
En lo que respecta a los derechos sociales, se estaría ante un supuesto en el 
que el legislador concede prestaciones de forma desigualitaria y discriminatoria, 
excluyendo arbitrariamente a ciertos sujetos, o bien prevé una privación desigualitaria 
de las mismas, lo que afecta irrazonablemente a determinados sujetos y eximiendo a 
otros. (Pisarello 118- 119) 
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Ahora no solo se evidencia y potencializa el activismo frente al desarrollo 
legislativo sino cuando en el ejercicio de sus funciones, el legislativo incurre en una 
omisión legislativa, que igualmente minimiza los derechos, que a su vez se maximizan 
con el actuar del Tribunal Constitucional, de la siguiente manera: 
 
… El legislador actuaría aquí de modo menos beligerante. Su intervención sería 
restrictiva, aunque no por acción sino por omisión, y se constituiría en una vulneración no 
ya del deber de irreversibilidad, sino, por el contrario, del deber de progresividad en la 
satisfacción de derechos sociales. (Pisarello 126-127) 
 
Es precisamente lo que ha venido haciendo la Corte Constitucional  en las 
sentencias de constitucionalidad, examinando y evaluando la presunta omisión legislativa 
(relativa o absoluta) y exhortando al Congreso de la República a subsanar a través de la 
órbita de su competencia y el ejercicio de sus funciones, la evidente desigualdad y 
desprotección de este grupo poblacional minoritario históricamente relegado y vulnerado 
por la sociedad y el estado mismo, que actué y equipare los derechos de las parejas 
homosexuales frente al disfrute de garantías y reconocimiento que tienen las parejas 
heterosexuales y que valga aclarar solo se ha logrado vía jurisprudencial, teniendo en 
cuenta y como se verá en el análisis de sentencias, que pese al llamado de la Corte 
Constitucional  para que lo realicen, a la fecha no hay resultados satisfactorios ni 
concretos por parte del legislativo y del gobierno nacional.  
 
Esta situación que para muchos en inconcebible por el actuar de la Corte 
Constitucional, ha traído a manera de positiva  y como se explicaba en el primer capítulo, 
la materialización de la democracia participativa, deliberativa e incluyente a través de 
diferentes organizaciones civiles y políticas  como las descritas, a través de los 
pronunciamientos constitucionales han logrado como lo expone Rodolfo Arango, dar 
fuerza a movimientos civiles y a organizaciones no gubernamentales en el agenciamiento 
de derechos en el ámbito dela política nacional e internacional. El constitucionalismo 
social lejos de desmovilizar a la población puede empoderarla para revitalizar los 
procesos democráticos sin con ello convertirse en un Estado gobernado por los jueces ( 
P.  6 a 11 ), que de hecho es una de las críticas fuertes al denominado gobierno de los 
jueces.  
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Precisamente, el constitucionalismo social explica Arango demuestra que las 
decisiones de los jueces constitucionales o intervenciones, más que la usurpación de 
decisiones políticas de otras autoridades políticas, como el congreso de la república y el 
ejecutivo lo que realmente hacen es “destrabar el proceso político, cooperar para el 
cumplimiento oportuno de las metas del Estado y corregir las acciones y omisiones de la 
administración”. ( Arango Pag 11 y 12) 
 
Ahora evidenciado lo anterior, es decir las decisiones de la Corte Constitucional  y 
el contexto en el cual se desarrollas;  si bien con la constitución de 1991 reconoció un 
sinnúmero de derechos y garantías y la creación del Tribunal Constitucional propiamente, 
la corte ha hecho lo propio en el reconocimiento de  derechos y garantías a los 
homosexuales desde su ámbito estrictamente personal e individual basado 
principalmente en el respeto constitucional de la Dignidad Humana, Libre Desarrollo de la 
Personalidad e Igualdad, dicha protección individual venía ejecutándose desde las 
primeras sentencias del Tribunal Constitucional. 
 
Sin embargo, es desde el año 2006 en adelante que su activismo y progresismo 
se ha evidenciado de una manera más contundente, en la medida en que lo ha hecho a 
través del reconocimiento de  los derechos económicos sociales y culturales respecto las 
personas pertenecientes a este grupo poblacional que se han constituido en parejas, por 
lo tanto su activismo en torno a este tema se encuentra en un periodo relativamente 
nuevo y quienes han causado mayores reacciones negativas ha sido con las decisiones 
generadas como consecuencia de análisis de constitucionalidad de leyes que privaban 
de ciertos derechos y garantías a las parejas del mismo sexo respecto a las 
heterosexuales.  
A la par de este periodo, en el Congreso de la República se han presentado 
varios proyectos de ley, cuya finalidad ha sido en primera instancia el reconocimiento en 
sí de la conformación de parejas del mismo sexo, y posteriormente reconocer los 
derechos y garantías propias en materia de seguridad social y patrimonial que acarrea tal 
declaración de protección mínima en materia de derechos, en su mayoría para las 
parejas del mismo sexo. Por su puesto y ha sido parte del debate, que ninguno de estos 
proyectos presentados y adelantados en el legislativo ha llegado a convertirse en ley de 
la república, por desidia del congreso, falta de iniciativa del gobierno y temor a las 
Activismo y progresismo de la corte constitucional  colombiana 49 
 
consecuencias en términos políticos y electorales que podría conducir el tema de la 
homosexualidad en un país mayoritariamente conservador en torno a las costumbres 
éticas, religiosas y políticas en torno a la sexualidad en Colombia. 
 
Así mismo se encuentra con un legislativo inactivo, un ejecutivo ajeno a esta 
población minoritaria y esquivo en políticas públicas que permitan el reconocimiento y 
goce de derechos de los cuales son sujetos quienes hacen parte integral de este grupo 
minoritario; situación que impulsa aún más la labor de la Corte Constitucional  a través de 
sus diferentes sentencias, ante la inactividad del ejecutivo y legislativo, que una vez se 
pronuncia la corte a través de sus fallos, alertan y arremeten contra la presunta 
usurpación de funciones y exceso de las mismas por parte del Tribunal Constitucional. 
 
Así mismo parte de las críticas a este debate entre Derecho (Tribunal 
Constitucional) y Política (Órganos Ejecutivo y Legislativo) como lo ha llamado varios 
constitucionalistas, está en la configuración y modelo de constitución que tenemos en 
Colombia, catalogada como aspiracionista y no conforme con la realidad económica , 
política y social de nuestro país, lo que para quienes comparte el actuar de la corte les 
permite tales atribuciones de la corte para lograr los contenidos previstos en ella a través 
y principalmente de cambios sociales, cobyudado por la desidia del poder ejecutivo y 
legislativo y las críticas a los poderes “ atribuidos ” por el Tribunal Constitucional.  
 
Entonces se encuentra que hubo un giro de la Corte Constitucional  a partir de la 
Sentencia C-035 de 2007, porqué marca el inicio de una serie de prerrogativas y 
garantías que vendrían a concederse a las parejas del mismo sexo que se conformaban 
y que reclaman reconocimiento jurídico por parte del estado y a través del órgano 
legislativo. Situación que se evidencia en cada una de las sentencias de 
constitucionalidad y cuyo punto en común es el déficit de protección al cuál han sido 
sometidos por el órgano legislativo, a quien correspondía igualar o concebir las 
herramientas jurídicas para el reconocimiento de estas nuevas uniones en el estado 
Colombiano.  
 
En cada uno de los análisis es posible evidenciar que no se encuentra justificado 
razonablemente por qué el legislador mantenía el déficit entre las parejas heterosexuales 
y las nacientes parejas homosexuales; pues si bien dentro de la órbita de su competencia 
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legislativa es autónomo en el ejercicio de sus funciones,  encuentra el límite en los 
postulados de  la Constitución Política y en el ejercicio de salvaguarda que realiza el 
tribunal.  
 
Ese actuar de la corte ha generado las denominada reacciones negativas, que 
en el contexto colombiano son las generadas por el legislativo, la procuraduría general de 
la nación y grupos civiles, políticos o religiosos y ONG que se encuentran en abierta 
oposición a este tipo de prerrogativas. Las reacciones del congreso de la República se 
manifiestan en la medida en que se encuentra en absoluta oposición al actuar de la corte, 
por considerar que usurpa sus funciones y se extralimita en su actuar y algunas 
ocasiones ha manifestado la necesidad de limitar las funciones que hoy día tiene la 
jurisdicción constitucional. Sin embargo aun cuando se encuentra en abierta oposición 
tampoco actúa y legisla para este grupo legitimando el actuar de la corte hasta tanto, el 
legislador no asuma los costos políticos que son realmente sus intereses de este tipo de 
decisiones. 
 
Así mismo y como se enunciaba previamente, la Procuraduría General de la 
Nación representada por Alejandro Ordoñez Maldonado, ha iniciado como se manifiesta 
coloquialmente una cruzada en contra de cualquier derecho o garantía que le sea 
reconocido a los homosexuales, sea de carácter individual o colectivo, toda vez que es 
sabido públicamente que el Jefe del Ministerio Público pertenece a la facción del 
catolicismo más conservador de dicha iglesia, y a través del poder que ejerce sobre los 
servidores públicos desde el punto de vista disciplinario, se ha encargado de perseguir a 
los funcionarios que en ejercicio de sus funciones y en cumplimiento de lo dispuesto por 
la Corte Constitucional  en sus diferentes pronunciamientos procedan a aplicar lo que ha 
manifestado el tribunal, coartándoles a través de la amenaza de la apertura de 
investigación disciplinaria.  
 
Un Tercer grupo que calificaría y en conjunto con las convicciones del procurador 
general de la nación, son las organizaciones civiles, políticas o religiosas que comparten 
pensamientos con este últimos que en ejercicio de su derecho de asociación, de 
manifestación representan una parte de la población más conservadora de nuestro país, 
que también en ejercicio de su derecho de participación manifiestan a través de 
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diferentes canales de comunicación  y expresión su inconformidad no solo con el actuar 
de la corte propiamente y jurídicamente hablando, sino con  el reconocimiento de 
derechos y garantías que consideran no le son dados a esta población.  
 
Así mismo, y si bien no es propiamente una reacción negativa en estricto sentido 
frente a las decisiones de la corte,  es de gran importancia y llama la atención que los 
salvamentos de voto del los magistrados Jaime Araujo Rentería – de forma reiterada-, 
Jaime Córdoba Triviño y la Magistrada encargada Catalina Botero Mariño en las 
sentencias de Constitucionalidad que se analizan previamente, manifiesten su oposición 
a la decisión mayoritaria de la corte, desde el punto de vista y en el sentido de expresar 
el por qué la Corte Constitucional  si ya inició esa gran tarea progresista y activista y dio 
el gran paso en el reconocimiento de estos derechos y garantías, en sus sentencias 
según los magistrados ha realizado la labor incompleta y a medias, toda vez que el 
reconocimiento no ha sido absoluto y paulatino o se han detenido según ellos en temas o 
argumentos que por ejemplo no ameritaba la inhibición de la corte sino por el contrario 
resolver de fondo las peticiones, y no generar situaciones jurídicas y políticas confusas 
como la corrida particularmente con el matrimonio.  
 
Córdoba Triviño, Sentencia C-1043 de 2006 (Inhibida):  
“ para el suscrito magistrado los argumentos contenidos en la demanda eran 
suficientes para la configuración del cargo de inconstitucionalidad que ameritara un 
pronunciamiento definitivo por parte de esta Corporación.  En ese sentido, la mayoría 
utilizó en esta oportunidad un estándar restrictivo del principio pro actione que 
gobierna la acción pública de inconstitucionalidad, opción que se muestra 
problemática en relación con el ejercicio del derecho ciudadano de interponer 
acciones para la defensa de la Constitución, en el marco de un modelo de Estado 
fundado en la democracia participativa.” 
 
Araujo Rentería, Sentencia C-075 de 2007: 
… En conclusión, sostengo que la única forma de proteger los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución es otorgándolos TODOS y además 
de manera COMPLETA a todas las personas, sin ninguna clase de distinciones, en 
este caso, respecto de sus preferencias sexuales. Considero que no protegemos 
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realmente los derechos, ni les hacemos ningún favor, cuando los protegemos 
parcialmente, a medias, que fue lo que, a mi juicio, se hizo en este caso con esta 
sentencia, porque no se le entregaron todos los derechos civiles y muchos menos 
los demás derechos, como los derechos laborales, pensionales, en materia penal, 
etc.    
 
Araujo Rentería, Sentencia C-811 de 2007: 
El suscrito magistrado se permite reiterar sus salvamentos de voto en 
materia de igualdad de derechos para las parejas homosexuales, remitiéndome por 
tanto a los argumentos expuestos en ellos por cuanto considero que son válidos 
también en este caso, ya que en mi criterio, en la jurisprudencia de esta Corte se 
encuentran muchos preconceptos y prejuicios que aún no se han abandonado.  
En este orden de ideas, me permito insistir nuevamente en que no se puede 
pregonar el respeto de los seres humanos y de su dignidad como seres libres e 
iguales y al mismo tiempo volverse contra ellos, desconociendo sus derechos 
fundamentales.” 
 
El magistrado Araujo Rentería se manifiesta y reitera a través de salvamentos 
de voto y en torno a los argumentos sucintamente expuestos en general en las 
sentencias C-814 de 2001, C-821 de 2005, C-075 de 2007 y C-521 del 2007.   
 
Estos apartes de sus posiciones, son de gran importancia pues mientras para 
unos espectadores del debate lo realizado hasta hoy por la corte es la mayor expresión 
de activismo y progresismo en pro y en beneficio de esta población minoritaria y en torno 
a las disposiciones del Estado Social de Derecho, para otra facción estos 
pronunciamiento, no la consideraría tan progresista en la medida en que no ha otorgado 
los derechos plenamente y han sido paulatinamente, lo que conlleva a que realmente se 
perciba un cambio radical respecto a esta población.  
 
 
 
 
 3. Conclusiones  
Con la elaboración del presente artículo pretendí inicialmente exponer el debate 
contemporáneo existente entre el Constitucionalismo Democrático y el 
Constitucionalismo Popular, desde sus orígenes anglosajones durante la década de los 
años sesenta - setenta y posterior recorrido por sus autores más representativos, con el 
fin de encontrar la justificación teórica que me permitiera afianzar la defensa y 
reivindicación del Neo Constitucionalismo, es decir del activismo y progresismo de la 
Corte Constitucional Colombiana en el ejercicio de sus funciones y reflejado a través de 
sus providencias; así como sentar mi posición en favor de las decisiones de nuestro 
Tribunal Constitucional, las cuáles si bien para el caso en concreto de la población LGBTI 
han sido objeto de observaciones y reacciones negativas, son también dichas decisiones 
recibidas por una parte de la sociedad de manera positiva, en torno al nuevo rol asumido 
por la Jurisdicción Constitucional que va de la mano no solo con la realidad  local sino 
transnacional. 
 
Pues bien, el recorrido por las características de cada una de las posiciones, 
expuestas en el primer capítulo del artículo y particularmente el Constitucionalismo 
Democrático, me brindaron las herramientas conceptuales que me permiten afirmar, que 
si bien existen aspectos por mejorar en las decisiones de la Corte Constitucional en el 
ejercicio de su activismo judicial han sido más los beneficios obtenidos, no solo jurídicos, 
sino sociales y culturales que desde mi punto de vista a logrado; y no solo para el grupo 
o individuo satisfecho con sus decisiones, sino para la sociedad entera, que aunque hoy 
en día no lo acepta en su totalidad, ha visibilizado gracias a la discusión actual a la 
población LGBTI, situación que considero importante y como un avance, el que hagan 
parte de los debates no solo jurídicos, sino sociales respecto a su lugar en la sociedad. 
Dichos logros que se han conseguido, únicamente en los estrados de la Jurisdicción 
Constitucional, acorde no solo con la realidad Colombiana sino a la par de las decisiones 
al respecto que se vienen dando en el resto del mundo. 
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Aun cuando con el análisis de los argumentos del Constitucionalismo Popular se 
encuentra – según sus exponentes- que el poder contramayoritario de la Jurisdicción 
Constitucional limita el ejercicio de la democracia participativa y representativa, por 
considerar que toma decisiones en algunos aspectos de carácter político, que al ser de 
gran importancia para el conjunto de la sociedad, debería decidirse en el seno de la 
democracia deliberativa y en la institución que representa el constituyente primario, es 
decir el Órgano Legislativo. Por ello se resiste al activismo judicial de la Corte 
Constitucional, por considerar entre otras cosas que sus decisiones anulan o van en 
contra del poder electoral de mayorías y por ende la democracia representativa a través 
del Órgano Legislativo, competente para asumir este tipo de debate y decidir si concede 
o no estas prerrogativas y garantías al grupo poblacional minoritario. Tanto es así, que 
alguna de sus facciones más radicales propone la eliminación o determinación de límites 
al Control Constitucional de los Tribunales, por considerar que algunos de las decisiones 
en torno a la satisfacción de derechos ni siquiera están contemplados en la Carta 
Política. 
 
Sin embargo, a la hora de asumir mi posición entre el Constitucionalismo Popular 
y el Constitucionalismo Democrático, lo analicé no solo desde las herramientas y 
características que nos brinda el estudio conceptual de cada uno de ellos, sino lo llevé a 
cabo desde una perspectiva real, accesible y verificable con la cual se pudiera debatir y 
evidenciar verdaderamente, como cada una de esas características de la posición 
asumida actúo en los casos particulares, tanto para quienes abogamos por la función 
ejemplificadora que cumple la Corte Constitucional, como para quien no está de acuerdo 
con las funciones que viene desempeñando el Tribunal.  
 
Es así como se concluye en el segundo apartado y en el cual se verificó y se 
estudió, como los postulados del Constitucionalismo Democrático han sido altamente 
satisfactorios en el caso del grupo poblacional minoritario LGBTI gracias al activismo de 
la Corte Constitucional Colombiana; toda vez que debido a su actuar progresista e 
interpretación de la Constitución Nacional, las personas identificadas dentro de este 
grupo poblacional han sido protegidos y cobijados a través del reconocimiento y 
protección de los derechos y garantías tanto como individuo, como para quienes han 
decidido en ejercicio de su autonomía organizarse como parejas, situaciones que se han 
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visto reconocidas  desde el origen mismo de nuestra Carta Política y nuestra 
reorganización Político – Jurídica como Estado Social de Derecho.    
 
Entonces, dicha protección jurídica se evidencia con el sinnúmero de sentencias 
en su mayoría de Fallos de Tutela que desde 1994 aproximadamente y hasta la fecha, la 
Corte reconoce los derechos fundamentales para las personas en su calidad de 
individuo, teniendo como argumento de las decisiones, los derechos constitucionales de 
Libre Derecho de la Personalidad, Dignidad Humana, Igualdad y Autonomía, 
garantizando así que puedan realizarse como tal en las diferentes esferas de la vida en 
que cada uno de ellos pueda estar. Actividades como es el caso del trabajo, educación, 
vida social, política e incluso cuando su vida trascurre privado de la libertad, hasta ese 
punto la Corte Constitucional ha procurado por brindar garantías a quienes se encuentren 
en dicha situación. 
 
Lo  Contrario sucedía hasta el año 2006 con los individuos que querían realizar su 
proyecto de vida con la pareja del mismo sexo, pues para ese año no contaban con 
ningún reconocimiento jurídico, ni garantías para los efectos derivados de dichas 
relaciones. 
 
De ahí que como se constató en el análisis empírico, fue gracias al ejercicio de la 
Corte Constitucional, que al día de hoy se han reconocido los derechos y garantías 
analizados en torno a los denominados Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
para quienes decidieron constituirse como parejas homosexuales y que a través de la 
historia venían siendo excluidos sin reconocimiento alguno por parte del Estado y la 
institución encargada de hacerlo, el Congreso de la República quien a la fecha se 
encuentra totalmente ajeno al debate y a la realidad social que conforman dichas 
personas. 
 
Es tan ajeno a la situación de este grupo poblacional, que al día de hoy ninguno 
de los Proyectos de Ley que pretendían promover el matrimonio para las personas del 
mismo sexo, se haya convertido en Ley de la República. Sin embargo, los 
pronunciamientos del Legislativo en contra de las decisiones del Tribunal Constitucional 
han sido de manera reiterada ante las decisiones que a partir del 2006 y en adelante ha 
tomado la Corte Constitucional. Los integrantes del Congreso de la República, se han 
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dedicado a criticar el actuar de la misma, y específicamente por la presunta usurpación 
de funciones y falta de competencia en que incurre la Corte en cada una de sus 
decisiones; sin resaltar que las conquistas de garantías y derechos del grupo minoritario 
y quien ha traído el debate a escena hasta el día de hoy, se debe únicamente al  trabajo 
de la Jurisdicción Constitucional. 
 
En el mismo análisis se demuestra de la desidia del Congreso, pues tan solo en el 
caso de las parejas que buscan reconocimiento jurídico a través del matrimonio, ninguno 
de los 9 Proyectos de Ley ha logrado ser sancionado y por ende concederles ese 
derecho, ni siquiera cuando en 2011 la Corte lo exhorto a legislar en torno a este tema, 
pues llegado el día y la fecha determinada por la Corte no lo hizo, encontrándose las 
parejas ante esta ambigüedad en un limbo jurídico respecto al derecho al matrimonio 
civil; toda vez que como se explicó, en este punto fue duramente criticada la Corte por no 
tomar la decisión absoluta y radical de conceder el matrimonio y dejar la responsabilidad 
política de tal decisión al Congreso de la República, cuando ya a través de varias 
decisiones ha abanderado tales reconocimientos y prerrogativas.  
 
Uno de sus críticos más representativo y por su papel como Magistrado del 
mismo Tribunas, ha sido el  Doctor Jaime Araujo Rentería, quien en diferentes 
pronunciamientos y a través del salvamento de voto, manifiesta incluso y duda del 
verdadero activismo de la Corte, cuando ha dejado como en el caso del matrimonio las 
decisiones a medias, afectando con ello únicamente a las personas identificadas dentro 
del grupo minoritario. Así mismo, cuestiona ese verdadero progresismo cuando 
manifiesta que no lo es y de manera completa, cuando los derechos se otorgan a 
medias, el considera que ya que la Corte ha de una u otra manera abanderado tal 
situación, conceder de manera total sin distinciones los derechos y garantías a que tiene 
derecho este grupo poblacional. 
 
Así mismo, es importante resaltar que dentro del artículo se determinó, que 
además de contar con las herramientas conceptuales propias del Constitucionalismo 
Democrático y entrada en vigencia la Carta de 1991 que estableció el modelo de Estado 
Social de Derecho es la herramienta principal con la cual cuenta el Tribunal 
Constitucional, para justificar las conquistas jurídicas de dicha población que previo a 
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ellas eran nulas, aun cuando consideren que la Constitución Colombiana es 
aspiracionista y poética por no estar acorde a la realidad económica, social y política, se 
ha demostrado a la fecha que solo a través de la labor de la Corte Constitucional se han 
logrado muchos reconocimientos, visibilidad y ventajas en todos los aspectos para la 
comunidad LGBTI, que de no ser por ella y a la fecha y como lo evidencia la indiferencia 
del ejecutivo y legislativo no hubieran conseguido reconocimiento alguno.  
 
Es por ello y lo analizado en el presente artículo, concluyo que aun teniendo en 
cuenta las críticas a la corte respecto a su actuar contramayoritario y su falta de 
reconocimiento total de los derechos y garantías a esta población, cuando ha venido 
ampliamente reconociendo en materia de parejas del mismo sexo, son más los 
beneficios de su actuar contramayoritario que los aspectos negativos que presenta la 
misma, pues la Corte ha visibilizado una población históricamente excluida jurídica, social 
y políticamente y logrado que estén en el debate nacional y por lo tanto adquieran 
reconocimiento y prerrogativas que les eran esquivas. 
 
Así mismo, se evidencia que no existe un Ejecutivo y Legislativo comprometidos 
desde sus áreas con los requerimientos de estos individuos, quizás más por miedo a las 
reacciones políticas y electorales que suscita este tema en la sociedad y más aún en una 
sociedad tan conservadora y tradicional como la Colombiana, aun cuando el debate se 
vive en el mundo entero a través de Tribunales y Cámaras Legislativas que reconocen la 
existencia de dicha realidad social.  
 
Por lo anterior, con este análisis pretendí rescatar y exaltar la labor de nuestra 
Corte Constitucional Colombiana y su “pelea” en pro de visibilizar y reconocer la realidad 
de la comunidad homosexual, a través de las herramientas que la misma Carta Política 
de 1991 le otorgó, la más importante de ellas ser la salvaguarda de los preceptos 
constitucionales, que para el caso en particular se veían vulnerados, cuando en el 
Legislador en el ámbito de su autonomía legislativa desconocía derechos y garantías de 
este grupo minoritario, a través de una omisión legislativa colocándolos en un déficit de 
protección frente a las parejas conformadas por heterosexuales e ignorando la realidad 
de esta población en todo el mundo, ello sin importar las posiciones religiosas o morales 
que puedan indisponer a ciertos sectores de la sociedad.    
58 “Entre el Constitucionalismo Democrático y el Constitucionalismo 
Popular: Análisis de la Jurisprudencia Constitucional en la Defensa de 
los Derechos de la Población LGBTI en Colombia” 
 
Queda por decir que aún faltan muchas batallas en términos de derechos que 
faltan por reconocer, y sea el momento para insistir en que es evidente que no existe un 
compromiso de parte del Estado mismo para esa población, por lo tanto y al ser uno de 
los aspectos negativos que evidencian sus críticos, debe la Corte Constitucional fijar 
lineamientos  y tomar posiciones concretar que le permitan tomar decisiones en términos 
del Magistrado Araujo, completas, otorgar los derechos y garantías en igualdad de 
condiciones, cunado y cómo las requieran sin estar sujetos a condiciones, que por 
supuesto no vulnere tanto a los terceros como a la propia Constitución.  
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